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RESUMEN 
En el caso materia de análisis se tiene que Doña Johanna Soraya Alarco Jeri de 
Petrosino interpuso demanda de divorcio por causal de separación de hecho contra su 
esposo Don Andrea Petrosino Indaco, al haber transcurrido más de dos años desde que 
abandonó el hogar conyugal, sin tener alguna noticia de su último paradero. Por lo que 
fue representado por un Curador Procesal y notificado mediante edictos. 
Ante ello, el Órgano jurisdiccional en primera instancia dictó una resolución contradictoria, 
declarando infundada la demanda por no cumplir el plazo de separación establecido por 
la ley. No obstante, el Órgano jurisdiccional en segunda instancia, posterior a la 
presentación del recurso de apelación, la Sala Especializada de Familia declaró fundada 
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I. SINTESIS DE LA DEMANDA 
En fecha 26 de junio de 2002, Doña Johana Soraya Alarcón Jeri de Petrosino, en la 
vía procesal de conocimiento, interpone demanda de divorcio por causal de 
separación de hecho contra su esposo Andrea Petrosino Indaco, a fin de que se 
declare disuelto el vínculo matrimonial, por los fundamentos que paso a exponer: 
 Que, en fecha 16 de julio de 1999, la demandante y el demandado contrajeron 
matrimonio en la Municipalidad de Santa Eulalia, Provincia de Huarochirí, 
Departamento de Lima. 
 En fecha 09 de enero de 2000, en circunstancias que la demandante se 
encontraba de viaje por razones laborales; el demandado, sin mediar 
comunicación alguna viajo a España, siendo que desde dicha fecha (hasta la 
fecha de interposición de la demanda) no se ha tenido información de su 
paradero. 
 Que, desde el 09 de enero de 2000 hasta la fecha de interposición de la 
demanda (22 de junio de 2002) han trascurrido más de dos años desde que el 
demandado abandono el domicilio conyugal; siendo ello así, dicha situación se 
encuentra como causal de divorcio en el inc. 12 del artículo 333° del Código 
Civil. 
 Que, durante el vínculo matrimonial no han procreado hijos; ni mucho menos 
han adquirido bienes inmuebles ni muebles que puedan ser objeto de división y 
partición. 
 
II. SINTESIS DE LAS CONTESTACIONES DE DEMANDA 
PARTE DEMANDADA: 
Con fecha 05 de septiembre de 2003, el demandado a través de su Curador 
Procesal, contesta la demanda en los términos siguientes: 
 Que, acepta el alejamiento de la pareja y solicita que se considere las 
características personales del demandado, su condición de turista como 
extranjero de nacionalidad italiana y su falta de empleo; hechos que eran de 
conocimiento de la demandante por lo que era predecible las actitudes del 
demandado durante el matrimonio y el fracaso matrimonial. 
 Que, ha transcurrido un tiempo considerable desde el último Informe del 
Movimiento Migratorio obrante en autos es de fecha 09 de marzo de 2002, pues 
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cabe la posibilidad que ese lapso el demandado haya ingresado al país y pueda 
explicar el motivo de su ausencia . 
MINISTERIO PÚBLICO: 
En fecha 15 de mayo de 2003, el Ministerio Publico a través de la Sexta Fiscalía 
Provincial de Familia de Lima, contesta la demanda en los términos siguientes: 
 Que, interviene como parte del proceso representando a la sociedad en 
defensa de la familia y el respeto del vínculo matrimonial. 
 Que, considerando los hechos de la parte demanda, la causal de separación 
de hecho debe acreditarse el alejamiento material, con el objeto de incumplir 
sus obligaciones y/o deberes conyugales, superando el período sin 
interrupciones de dos años al no tener hijos. 
 Que, el certificado migratorio corrobora la separación de las partes por un 
lapso mayor a dos años, y cualquier otro medio probatorio de los art 193° y 
194 pueden comprobar la causal. 
 Que, la Fiscalía queda sujeta al curso del proceso como la acreditación de la 
pretensión y actuación de pruebas en las audiencias. 
 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 
POR LOS DEMANDANTES Y DEMANDADOS 
a) Concordancias 
 La demandante y el demandante concuerdan que ambos contrajeron 
matrimonio civil en fecha 16 de junio de 1999. 
 Ambos concuerdan que existe un alejamiento de la pareja por un período 
prologando mayor a dos años. 
b) Contradicciones 
 Que, los hecho en los que se fundan la demanda no sustentan la causal 
invocada, toda vez que dadas las circunstancia en las que conoció a su 
esposo, existía la posibilidad de este abandonara su hogar, más aun si el 
esposo no estaba de acuerdo en que la demandante viaje. 
 
IV. SINTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA DE 
CONCILIACION, AUDIENCIA DE PRUEBAS: 
a) Auto de Saneamiento 
Mediante Resolución N° 11 de fecha 10 de setiembre de 2003, señala que se 
tiene por contestada la demanda por el curador procesal en representación 
Andrea Petrosino Indaco. Asimismo, se advierte que no se han deducido 
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excepciones ni defensas previas, por lo que se declara saneado el proceso y se 
cita para audiencia de conciliación y fijación de puntos controvertidos, el día 18 
de noviembre de 2003 a horas 12:00 del mediodía. 
b) Audiencia de Conciliación y Fijación de Puntos Controvertidos: 
En fecha 29 de enero de 2004 a horas 11:30 a.m., encontrándose las partes 
presentes, así como el Representante del Ministerio Publico, se prosiguió a dar 
inicio a la audiencia de conciliación y fijación de puntos controvertidos. 
Instaurada la audiencia, la señora juez manifiesta que estando la parte 
demandada representado por un curador procesal, no es posible exhortar a que 
se llegue a un acuerdo conciliatorio; por lo que, se pasara a fijar los puntos 
controvertidos: 
 Determinar si se configura la causal de separación de hecho de los cónyuges 
por periodo ininterrumpido de dos años. 
 Determinar si procede declarar el divorcio por dicha causal. 
Acto seguido, se prosigue a admitir los medios probatorios ofrecidos por las 
partes y el Ministerio Público: 
 Parte demandante: 
Del escrito de demanda se admiten todos los medios de probatorios. 
Del escrito de subsanación de la demanda, se admite el Punto B (Movimiento 
Migratorio del demandado que deberá emitir la dirección Regional General de 
Migraciones y Naturalización del Ministerio Publico del Interior). 
 Parte demandada: Se admite el punto 1 la misma que sido admitida en los 
medios probatorios de la parte demandante (Movimiento Migratorio del 
demandado que deberá emitir la dirección Regional General de Migraciones y 
Naturalización del Ministerio Publico del Interior). 
 Ministerio Público: No ha ofrecido medios probatorios. 
Estando a los medios probatorios admitidos, la señora Juez dispone la siguiente 
prueba de oficio: Ofíciese a RENIEC a fin de que remita la dirección domiciliaria 
de la parte de mandada. 
No habiendo más pruebas que admitir, se señala como fecha para la audiencia 
de pruebas el día 12 de mayo de 2004 a hora 9:30 a.m. 
c) Audiencia de Pruebas 
En fecha 12 de mayo de 2004 a horas 09:30 a.m., encontrándose las partes 
presentes, así como el Representante del Ministerio Publico, se dio inicio a la 
audiencia Pruebas, prosiguiendo a tomar las declaraciones testimoniales 




 Declaración testimonial de Doña Ixshell San Martín Ochoa 
Quien manifiesta que mantiene una amistad de más de 18 años con la 
demandante, no mantienen un vínculo laboral, que estuvo presente en la 
celebración del matrimonio, que vive en San Borja y es amiga del barrio, que 
ayudó a la pareja a trasladar algunas cosas al Rímac y que fue a visitar a 
fines de mes de enero a la vivienda del Rímac donde los vecinos le indicaron 
que se había retirado con su equipaje ese fin de mes. 
 Declaración testimonial Don Alejandro Bonilla Nieri 
Quien manifiesta que mantiene una amistad con la demandante, no 
mantienen vínculo laboral, no es su acreedor ni deudor de ninguna de las 
pates, que vive en San Borja y eran vecinos, que ayudó con su vehículo 
cuando la pareja se mudó, que ella le pidió que fueron a visitar la casa del 
Rímac ya que se encontraba de viaje y había perdido comunicación con el 
demandado, cuando fue los vecinos le comunicaron que habían visto al 
demandado salir de su domicilio con sus cosas y no lo volvieron a ver. 
 
V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
a) Sentencia de Primera Instancia 
Mediante sentencia contenida en la Resolución N° 31 de fecha 22 de julio de 
2004, el Sexto Juzgado Especializado de Familia de Lima falla: declara 
INFUNDADA la demanda interpuesta por doña JOHANNA SORAYA ALARCO 
JERI DE PETROSINO, por los fundamentos que se pasa exponer: 
 Que, la demandante refiere que el abandono por parte de su esposo se da 
cuando ella se encontraba fuera del país por motivos de trabajo y que ella 
retorna el 08 de noviembre de 2000. Por lo que debe computarse el período 
de separación desde ese momento, ya que el tiempo anterior a su retorno, el 
alejamiento físico se produjo por un caso de fuerza mayor, es decir su 
trabajo. 
 Que, a la fecha de interposición de demanda no ha cumplido el plazo exigido 
en la normativo, por ello debe ser desestimada. 
b) Sentencia de Segunda Instancia 
Mediante sentencia contenida en la Resolución s/n de fecha 13 de abril de 2005, 
la Sala Especializada de Familia de Lima resuelve: REVOCARON la sentencia 
de primera instancia y REFORMANDOLA declara FUNDADA la demanda 
interpuesta por doña JOHANNA SORAYA ALARCO JERI DE PETROSINO, 
8 
 
consecuentemente disuelto el vínculo matrimonial entre las partes contraído el 
16 de julio de 1999 en el Distrito de Santa Eulalia, Provincia de Huarochirí, 
Departamento de Lima; por los siguiente fundamento: 
 Que, de acuerdo a la revisión, la demandante presentó medios de pruebas 
documentales, tales como: movimientos migratorios actualizados, denuncia 
de abandono de hogar, corroboradas con declaraciones testimoniales, por lo 
tanto se ha cumplido con la carga de la prueba. Reuniendo así los requisitos 
para que se configure la causal de separación de hecho. 
 
VI. PROBLEMAS 
a) Problema Principal o eje: 
¿Procede o no la separación de hecho por motivos invocados en la 
demanda? 
Se tiene que, en el caso materia de análisis se invoca como causal de divorcio la 
separación de hecho; en ese sentido partimos de la premisa que el vínculo 
matrimonial entre ambos cónyuges solo permanecía en “papeles y 
formalidades”, toda vez que en la realidad no existía una cohabitación entre los 
cónyuges, ni mucho menos el ánimo de continuar juntos;  y muestra de ello era 
que desde el 09 de enero de 2000 a la fecha de presentación de la demanda, no 
se tenía noticia alguna sobre el demandado. 
Estando a lo expuesto líneas arriba, es evidente que se cumple con los 
requisitos para invocar el divorcio por la causal de separación de hecho, toda 
vez que se ha superado el plazo de 2 años exigido por ley. 
b) Problemas Secundarios: 
¿Fue correcto lo señalado en la sentencia de primera instancia, en lo que 
respecta al inicio del cómputo del plazo? 
En base al criterio del Sexto Juzgado de Familia se desestimó la pretensión 
sobre divorcio por causal de separación de hecho planteada por la demandante; 
porque ella se encontraba de viaje en el momento que se efectuó el retiro del 
hogar conyugal por parte del demandado, contabilizando el período de 
separación desde el retorno de la demandante a su domicilio. Lo que resulta 
fuera de lógica porque en ninguna parte de la normativa señala de forma 
expresa este criterio, lo más adecuado es que se considere la separación de 
ambos desde el momento que el demandado se retiró del hogar dejándolo en 
total abandono e incumpliendo las obligaciones y deberes que trae consigo el 
matrimonio. Cabe resaltar que según el art. 293° del Código Civil- Libertad de 
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Trabajo de los Cónyuges: “Cada cónyuge puede ejercer cualquier 
profesión o industria permitidos por la Ley, así como efectuar cualquier 
trabajo fuera del hogar, con el asentimiento expreso o tácito del otro. Si 
este lo negare, el Juez puede autorizarlo de oficio” , sabemos que la 
demandante se encontraba de viaje por motivos laborales lo cual está justificado 
al ser la única persona que daba el sostenimiento económico en la familia a 
través de sus actividades, hecho que era de conocimiento y aceptación del 
demandado desde el inicio de la relación. Otro punto, es el movimiento 
migratorio del demandado donde se observa una fecha exacta de salida del país 
sin fecha de retorno, confirmando el retiro del hogar y configurándose el 
alejamiento de la pareja conjuntamente con el ánimo de no seguir siendo parte 
del matrimonio. Por lo expuesto anteriormente, no es correcta la decisión tomada 
por el Juzgado basándose en puntos muy subjetivos, entendemos su labor como 
operador de justicia, pero no concordamos con la decisión tomada frente al 
cómputo de plazos señalado líneas arriba. 
 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
A. NORMAS LEGALES 
1. DEMANDANTE 
CÓDIGO CIVIL 
“Art. 234°.- Igualdad entre cónyuges 
El matrimonio es la unión voluntariamente concertada por un varón y una 
mujer legalmente aptos para ella y formalizada con sujeción a las 
disposiciones de este Código, a fin de hacer vida en común. 
El marido y la mujer tienen en el hogar, autoridad, consideraciones, derechos, 
deberes y responsabilidades iguales”. 
“Art. 287°.- Obligaciones Comunes 
Los cónyuges se obligan mutuamente por el hecho del matrimonio, a 
alimentar y educar a sus hijos”. 
“Art. 288°.- Deberes 
Los cónyuges se deben recíprocamente fidelidad y asistencia”. 
“Art. 298°.- Cohabitación 
Es deber de ambos cónyuges hacer vida en el común en el domicilio 
conyugal. El Juez puede suspender este deber cuando su cumplimiento 
ponga en grave peligro la vida, la salud o el honor de cualquiera de los 
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cónyuges o la actividad económica de la que depende el sostenimiento de la 
familia”. 
“Art. 293°.- Libertad de Trabajo de los Cónyuges 
Cada cónyuge puede ejercer cualquier profesión o industria permitidas por la 
ley, así como efectuar cualquier trabajo fuera del hogar, con el asentimiento 
expreso o tácito del otro. Si éste lo negare, el Juez puede autorizarlo, si lo 
justifica el interés de la familia”. 
“Art. 300°.- Obligación de sostener el hogar bajo cualquier régimen 
Cualquiera que sea el régimen en vigor, ambos cónyuges están obligados a 
contribuir al sostenimiento del hogar según sus respectivas posibilidades y 
rentas. 
En cada caso necesario, el Juez reglará la contribución de cada uno”. 
Ley N° 27495 – Ley que incorpora la Separación de Hecho como Causal 
de Separación de Cuerpos y Subsecuente Divorcio 
“Art. 333°.- Causales 
Son causas de separación de cuerpos: 
(…) 12. La separación de hecho de los cónyuges durante un período 
interrumpido de dos años. Dicho plazo será de cuatro años si los cónyuges 
tuviesen hijos menores de edad (…)” 
“Art. 349°.- Causales de Divorcio 
Puede demandarse el divorcio por las causales señaladas en el Artículo 333, 
incisos del 1 al 12”. 
“Art. 354°.- Plazo de conversión 
Transcurridos seis meses desde notificada la sentencia de separación 
convencional o de separación de cuerpos por separación de hecho, 
cualquiera de los cónyuges, basándose en ella, podrá pedir que se declare 
disuelto el vínculo del matrimonio”. 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
“Art. 24°.- Competencia Facultativa: 
Además del Juez del domicilio del demandado, también es competente, a 
elección del demandante: 
“(…) 2. El Juez del último domicilio conyugal, tratándose de nulidad de 
matrimonio, régimen patrimonial del patrimonio, separación de cuerpos, 
divorcio y patria potestad (…)”. 
“Art.61°.- Curaduría Procesal: 
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El curador procesal es un Abogado nombrado por el Juez a pedido del 
interesado, que interviene en el proceso en los siguientes casos: 
(…)1. Cuando no sea posible emplazar válidamente al demandado por ser 
indeterminado, incierto o con domicilio o residencia ignorados, según los 
dispuesto por el art. 435 (…)” 
“Art. 74°.- Facultades Generales: 
La representación judicial confiere al representante las atribuciones y 
potestades generales que correspondan al representado, salvo aquellas para 
las que la ley exige facultades expresas. La representación se entiende 
otorgada para todo el proceso, incluso para la ejecución de la sentencia y el 
cobro de costas y costos, legitimando al representante para su intervención 
en el proceso y realización de todos los actos del mismo, salvo aquellos que 
requieran la intervención personas y directa del representado”. 
“Art.80°.- Representación Judicial por Abogado: 
En el primer escrito que representen al proceso, el interesado o su 
representante pueden otorgar o delegar al Abogado que lo autorice, las 
facultades generales de representación a que se refiere el artículo 74. En 
estos casos no se requiere observar las formalidades del artículo 72, pero sí 
que se designe el domicilio personal del representado o delegación que 
otorga sus alcances”. 
“Artículo 165°.- Notificación por edictos 
La notificación por edictos procederá cuando se trate de personas inciertas o 
cuyo domicilio se ignore. En este último caso, la parte debe manifestar bajo 
juramento o promesa que ha agotado las gestiones destinadas a conocer el 
domicilio de la persona a quien se deba notificar. Si la afirmación se prueba 
falsa o se acredita que pudo conocerla empleando la diligencia normal, se 
anulará todo lo actuado, y el Juez condenará a la parte al pago de una multa 
no menor de cinco ni mayor de cincuenta Unidades de Referencia Procesal, 
que impondrá atendiendo a la naturaleza de la pretensión y a la cuantía del 
proceso”. 
“Art. 167°.- Publicación de los Edictos 
La publicación de los edictos se hace en el diario oficial y en un diario de los 
de mayor circulación del lugar del último domicilio del citado, si fuera conocido 
o, en su defecto, del lugar del proceso. Se acredita su realización agregando 
al expediente el primer y los últimos ejemplares que contienen la notificación. 
A falta de diarios en los lugares mencionados, la publicación se hace en la 
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localidad más próxima que los tuviera, y el edicto se fijará, además, en la 
tablilla del Juzgado y en los sitios que aseguren su mayor difusión. En 
atención a la cuantía del proceso, el Juez puede ordenar la prescindencia de 
la publicación, realizándose sólo en la tablilla del Juzgado y en los lugares 
que aseguren una mayor difusión”. 
“Art. 435°.- Emplazamiento a Demandado Indeterminado o Incierto o Con 
Domicilio o Residencia Ignorados 
Cuando la demanda se dirige contra personas indeterminadas o inciertas, el 
emplazamiento deberá alcanzar a todos los habilitados para contradecir y se 
hará mediante edicto, conforme a lo dispuesto en los artículos 165,166, 167 y 
168, bajo apercibimiento de nombrársele curador procesal. 
Cuando el demandante ignore el domicilio del demandado, el emplazamiento 
se hará mediante edicto, bajo apercibimiento de nombrársele curador 
procesal. 
El plazo de emplazamiento será fijado por cada procedimiento, pero en 
ningún caso será mayor de sesenta días si el demandado se halla en el país, 
ni de noventa si estuviese fuera de él o se trata de persona indeterminada o 
incierta”. 
“Capítulo II – Disposiciones Especiales 
Subcapítulo 1°.- Separación de Cuerpos o Divorcio por Causal 
Art.- 480°.- Tramitación 
Las pretensiones de separación de cuerpos y de divorcio por las causales 
señaladas en los numerales 1 al 12 del artículo 333 del Código Civil, se 
sujetan al trámite del proceso de conocimiento, con las particularidades 
reguladas en este subcapítulo. Estos procesos sólo se impulsarán a pedido 
de parte…” 
“Art.- 481°. Intervención Del Ministerio Público 
El Ministerio Público es parte en los procesos a que se refiere este 
Subcapítulo, y, como tal, no emite dictamen.” 
2. DEMANDADO 
CÓDIGO CIVIL 
“Arts. 234°,287°,288°,289°,293°,345°,349° modificados por la Ley N° 
27495” del Código Civil. 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 




“Art. 445°.- Reconvención 
La reconvención es admisible si no afecta la competencia ni la vía 
procedimental originales. 
La reconvención es procedente si la pretensión contenida en ella fuese 
conexa con la relación jurídica invocada en la demanda. En caso contrario, 
será declarada improcedente. 
El traslado de la reconvención se confiere por el plazo y en la forma 
establecida para la demanda, debiendo ambas tramitarse conjuntamente y 
resolver en la sentencia. 
En caso que la pretensión reconvenida sea materia conciliable, el Juez para 
admitirla deberá verificar la asistencia del demandado a la Audiencia de 
Conciliación y que conste la descripción de la o las controversias planteadas 
por éste en el Acta de Conciliación Extrajudicial presentada anexa a la 
demanda”. 
3. MINISTERIO PÚBLICO 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
“Artículo 159°.- Atribuciones del Ministerio Público 
Corresponde al Ministerio Público: 
3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad.” 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
“Art. 113°.- Atribuciones 
El Ministerio Público ejerce las siguientes atribuciones: 
1. Como parte 
2. Como tercero con interés, cuando la ley dispone que se le cite 
3. Como dictaminador” 
“Art. 481°.- Intervención del Ministerio Público 
El Ministerio Público es parte en los procesos a que se refiere este 
Subcapítulo, y, como tal, no emite dictamen”. 
DECRETO LEGISLATIVO N° 52 – LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO 
PÚBLICO 
“Artículo 1°.- El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que 
tiene como funciones principales la defensa de la legalidad, los derechos 
ciudadanos y los intereses públicos, la representación de la sociedad en 
juicio, para los efectos de defender a la familia, a los menores e incapaces y 
el interés social, así como para velar por la moral pública; la persecución del 
delito y la reparación civil. También velará por la prevención del delito dentro 
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de las limitaciones que resultan de la presente ley y por la independencia de 
los órganos judiciales y la recta administración de justicia y las demás que le 
señalan la Constitución Política del Perú y el ordenamiento jurídico de la 
Nación”. 
“Artículo 96°.- Son atribuciones del Fiscal Provincial en lo Civil: 
1. Intervenir como parte, ejercitando los recursos y ofreciendo las pruebas 
pertinentes, en los juicios de nulidad de matrimonio, de separación de los 
casados y de divorcio”. 




“Art. VI.- Interés para Obrar 
Para ejercitar o contestar una acción es necesario tener legítimo interés 
económico o moral. 
El interés moral autoriza la acción no sólo cuando se refiere directamente al 
agente o a su familia, salvo disposición expresa de la ley”. 
“Art. 234°.- Igualdad entre cónyuges 
El matrimonio es la unión voluntariamente concertada por un varón y por una 
mujer legalmente apta para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones 
de este Código, a fin de hacer vida común. 
El marido y la mujer tienen en el hogar, autoridad, consideraciones, derechos, 
deberes y responsabilidades iguales”. 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Título Preliminar 
“Art. III.- Fines del Proceso e Integración de la Norma Procesal 
El Juez deberá atender a que la finalidad concreta del procesa es resolver el 
conflicto de intereses o eliminar la incertidumbre, ambas con relevancia 
jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, y que su finalidad 
abstracta es lograr la paz social en justicia. 
En caso de vacío o defecto en las disposiciones de este Código, se deberá 
recurrir a los principios generales del derecho procesal y a la doctrina y 
jurisprudencia correspondientes, en atención a las circunstancias del caso”. 
“Art. 188°.- Finalidad” 
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Los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos 
por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos 
controvertidos y fundamentar sus decisiones. 
“Art. 196°.-Carga de la Prueba 
Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien 
afirma los hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice 
alegando nuevos hechos”. 
“Art. 412°.- Principios de la Condena de Costas y Costos 
La importancia de la condena en costas y costos no requiere ser demandada 
y es cargo de la parte vencida, saldo declaración judicial expresa y motivada 
de la exoneración. 
La condena en costos y costas se establece por cada instancia, pero si la 
resolución de segunda revoca la primera, la parte vencida es condenada a 
reembolsar las costas y costos de ambas instancias. Este criterio se aplica 
también para lo que se resuelva en casación. 
Si en un proceso se han discutido varias pretensiones, la condena incide 
únicamente sobre las que han sido acogidas para el vencedor. 
En los casos en que hubiera concedido auxilio judicial a la parte ganadora, la 
vencida es condenada a reembolsar las tasas judiciales al Poder Judicial. 
La parte vencida en un incidente debe reembolsar las tasas judiciales, los 
honorarios de los órganos de auxilio judicial y demás gastos judiciales 
incurridos durante su tramitación. No se considera los honorarios del 
abogado. La liquidación correspondiente se realiza al finalizar el proceso”. 
5. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA- SALA DE FAMILIA DE LIMA 
CÓDIGO CIVIL 
“Art. 333°.- Causales 
Son causas de separación de cuerpos: 
“(…) 12. La separación de hecho de los cónyuges durante un período 
interrumpido de dos años. Dicho plazo será de cuatro años si los cónyuges 
tuviesen hijos menores de edad (…)”  
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
“Art.61°.- Curaduría Procesal 
El curador procesal es un Abogado nombrado por el Juez a pedido del 
interesado, que interviene en el proceso en los siguientes casos: 
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(…)1. Cuando no sea posible emplazar válidamente al demandado por ser 
indeterminado, incierto o con domicilio o residencia ignorados, según los 
dispuesto por el art. 435. (…)” 
B. DOCTRINA: 
1. MATRIMONIO: 
HINOSTROZA MINGUEZ (1999) sostiene que: “El matrimonio representa el 
acuerdo libre de voluntades de un hombre y una mujer; sin este acuerdo no 
hay matrimonio. 
En virtud del matrimonio la pareja se obliga a formar una comunidad 
doméstica, es decir, vivir bajo un mismo techo, y prometen guardarse 
fidelidad siempre el uno para el otro. Esta promesa forma parte de la esencia 
del matrimonio y no puede ser excluida en ningún caso. Claro está que es 
posible que se llegue a contraer matrimonio sin que haya deseo de establecer 
la vida en común, sin embargo, el Derecho no toma en cuenta dicha voluntad 
de excluir la vida conyugal ... Solo puede celebrarse entre un hombre y una 
mujer, entre no más de ellos dos estando subsistente el vínculo matrimonial. 
Se consagra la monogamia en la familia, sistema matrimonial que rige en 
gran parte en la legislación familiar comparada. 
Es finalidad del matrimonio la cohabitación, o sea, la mutua satisfacción 
sexual de la pareja. De esta finalidad se deriva la procreación. Debe el 
matrimonio poder obtener tales fines, aunque no son pocos los casos en que 
a la cohabitación sexual no le sigue la procreación, ya sea por decisión mutua 
o unilateral, o por causas ajenas a la voluntad del marido y de la mujer”1. 
Comentario: Se tiene conocimiento que el matrimonio implica la unión de un 
hombre y una mujer por decisión propia, ante las leyes de un país; sin dejar 
de lado el ámbito religioso. Si hablamos de Perú nuestra sociedad 
conservadora solo admite uniones de dos personas y de distinto sexo, que 
adquieren derechos y obligaciones, cuyos fines son la procreación para su 
interacción y contribución en la sociedad. Por razonamiento, el matrimonio 
debe existir para dar pie a un proceso de divorcio tras el fracaso de la relación 
de pareja como el caso expuesto. 
2. ABANDONO INJUSTIFICADO DEL HOGAR : 
HERRERA ARANA Y TORRES MALDONADO (2017) mencionan que: 
“Consiste en el alejamiento con la intención de sustraerse a los deberes 
                                                          
1 HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto. Dere ho de Fa ilia: Do tri a-Jurisprudencia. Tercera Edición 
A tualizada . Editorial San Marcos, Lima 1999, p. 443-44.  
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conyugales. Mediante este concepto se intenta recalcar el elemento de la 
culpabilidad que se da en el cónyuge que abandona el hogar. 
Y ello es así tanto, a diferencia de la causal de separación de hecho, el 
abandono injustificado del hogar conyugal forma parte de las causales de 
divorcio- sanción, el cual se decreta como consecuencia de la conducta 
culpable asumida por alguno de los cónyuges….Finalmente, en relación a la 
legitimidad activa, el cónyuge que abandonó injustificadamente el hogar 
conyugal no solo cometió uno, sino varios hechos culposos y, por ende, no 
podrá invocar el abandono como el supuesto para divorciarse o solicitar la 
sentencia de separación de cuerpos. El único legitimado en este supuesto 
para iniciar es el cónyuge abandonado. 
Para el caso de la separación de hecho no se presenta esta problemática, 
puesto que esta situación no resulta ser una conducta culposa y, en 
consecuencia, ambos consortes podrán valerse de este hecho para acudir a 
la justicia y solicitar el divorcio o la separación de cuerpos”2. 
Comentario: Es menester aclarar que mediante el abandono de hogar 
injustificado, uno de los cónyuges se retira del hogar conyugal sin dar una 
explicación o motivo concreto por su accionar, dejando a la otra parte 
afectada emocionalmente e incluso económicamente; frente a un proceso 
judicial si consideramos este punto nos enfocaríamos en el “elemento de 
culpabilidad” y tratar de identificar las razones del mismo. En cambio al 
compararlo con la separación de hecho, este se centra en el “elemento de 
temporalidad”, no pretende explicar el porqué del abandono, sino acepta que 
por el abandono de la otra parte ya no existe una relación matrimonial en la 
realidad y solo sigue subsistiendo en temas legales; lo que sucede con 
muchas parejas de la actualidad. 
3. DIVORCIO: 
CABELLO MATAMALA (1999) explica que: “Es la voz latina Divortium la que 
nos revela el origen etimológico de la expresión Divorcio; ella describe 
plásticamente la actitud de los cónyuges que, después de haber recorrido 
caminos unidos un trecho de existencia, se alejan por distintos caminos 
Divertere. Su significado es separación, por lo que no es de extrañar que 
dicho término haya sido empleado tanto para referirse al divorcio vincular 
                                                          
2 HERRERA ARANA, Patricia y TORRES MALDONADO, Marco Andrei. La separa ió  de he ho y el a a do o 
injustificado del hogar conyugal. Notas difere iadoras a la luz de la jurisprude ia .  En: Ma ual Prá ti o 
para abogados de divorcio. Un enfoque legal, doctrinario y casuístico jurisprudencial . Gaceta Jurídica, Lima 
2017, p. 34-35. 
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(divorcio propiamente dicho), como al denominado relativo o separación de 
cuerpos... Sólo con el divorcio se pone fin de manera plena y definitiva al 
vínculo matrimonial, quedando ambos cónyuges en aptitud de contraer 
nuevas nupcias. Procede por las causas expresamente establecidas en la 
Ley, debiendo los hechos que las constituyen ocurrir con posterioridad al 
perfeccionamiento del matrimonio, ya que, como lo distingue el maestro 
Planiol, de lo que se trata es de la disolución de un matrimonio válido, en caso 
contrario, estaríamos incursos en otra institución: la invalidez del matrimonio. 
El divorcio al igual que la separación de cuerpos, debe ser declarado 
judicialmente; a modo de excepción, algunas legislaciones admiten su 
procedencia mediante una simple resolución administrativa”3. 
Comentario: El divorcio fue creado por el derecho para regular la situación 
donde uno o ambos cónyuges deciden no continuar con el vínculo 
matrimonial por varias razones, de acuerdo a la normativa nacional en el art. 
333 del Código civil, son 12 causales las que pueden ser invocadas; al tener 
una sentencia firme y consentida las individuos quedan liberados de ese 
vínculo y podrán contraer nuevas nupcias. Con el pasar de los años y los 
cambios sociales han surgido nuevos procedimientos para divorcio como es 
el caso de los Divorcios rápidos, que son de mutuo acuerdo, ante el Notario o 
la Municipalidad. Eso refleja la ampliación de la ideología liberal y no tan 
conservadora que define el matrimonio como eterno e incondicional, ya que 
es preferible la salud de las personas a insistir con una institución jurídica y 
social que ha dejado de tener un sostenimiento sólido, es decir un matrimonio 
que ya no se puede salvar y es más sano darle un punto final por el bienestar 
de cada uno de los integrantes, la pareja y los hijos (si existieran), para que 
no se afecten más los intereses personales y grupales. 
4. SISTEMAS LEGALES DE DIVORCIO: 
PLÁCIDO VILCACHAGUA (2001) señala que: “El divorcio comporta una 
sanción para el culpable incurso en la causa legal, sanción que repercute en 
los efectos patrimoniales del divorcio, que son diferentes para el inocente y 
para el culpable. Este es el sistema del “divorcio-sanción” o sistema subjetivo. 
Frente a este sistema cabe, de una parte, el acuerdo de los cónyuges 
evitando toda inculpación, y de otra, la decisión unilateral basada en el propio 
hecho de la separación efectiva o cese de la convivencia, sin indagar sus 
                                                          
3 CABELLO MATAMALA, Ca e.  Julia.   Divo  i o y Ju i sp u de   i a e   el Pe ú . “egu  da Edi i ó    . Fo  do 
Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima 1999, p. 31-32.   
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motivaciones. Se trata de constatar que la ruptura es definitiva, no motivada 
por cualquiera dificultad pasajera. Por esta razón el factor decisivo se sitúa en 
el cese de la vida en común, como expresión inequívoca de esa ruptura. El 
tiempo es la medida de la ruptura, pues conforme es más probable la falta de 
convivencia, se prevé que será más difícil la reconciliación. Este es el sistema 
del “divorcio-remedio” o sistema objetivo, que prescinde de la culpa y se 
funda en la ruptura de la convivencia conyugal sin indagar sus motivaciones. 
Caben así dos sistemas: subjetivo, o de la culpa de un cónyuge; y, 
objetivo, basado en la ruptura de la vida matrimonial, constatada a través del 
mutuo acuerdo de los propios cónyuges o del cese efectivo de la convivencia 
durante cierto tiempo. 
Los sistemas mixtos son, a su vez complejos, en los que se conserva la 
posibilidad tradicional de la inculpación, con la consecuencia de un cónyuge 
legitimado activamente y otro pasivamente, sin perjuicio de la posible 
inculpación recíproca reconvencional; y, se prevé causas no inculpatorias, 
con la consecuencia que cualquiera de los cónyuges está legitimado para 
demandar al otro. De otro lado, los efectos personales y patrimoniales del 
divorcio – sanción, pueden ser aplicables a quienes acuden a las causales no 
inculpatorias, atenuando el rigor objetivo de ese sistema”4. 
Comentario: El divorcio no solo tiene como efecto la disolución del vínculo 
matrimonial, sino también tiene incidencia en el patrimonio formado durante la 
existencia del vínculo matrimonial (sociedad de gananciales). Sobre este 
aspecto, cuando la causal invocada implica la culpabilidad de uno de los 
cónyuges, estaremos hablando de un divorcio sanción, el cual repercute 
sobre los efectos patrimoniales del divorcio; por otro lado, cuando la causal 
invocada no implica la culpabilidad de uno de los cónyuges, estaremos 
hablando de un divorcio remedio, el cual no tiene repercusiones sobre los 
efectos patrimoniales del divorcio. Ahora bien, la vinculación que ostenta este 
fragmento doctrinario con el caso materia de análisis, radica específicamente 
en determinar ante qué tipo de divorcio nos encontramos para así poder en 
claro cuáles serán sus efectos. 
5. SEPARACION DE HECHO: 
                                                          
4 PLÁCIDO VILCACHAGUA, Alex Fernando. Divor io. Refor a del Régi e  de De ai ie to y disolu ió  del 




VARSI ROSPIGLIOSI (2001) manifiesta que: “Como su nombre lo indica 
implica una separación fáctica, una ausencia de convivencia que se aprecia 
en la práctica y que afecta la relación jurídica conyugal. 
Doctrinariamente, la separación de hecho constituye una causal no culposa 
sustentada en uno de los elementos constitutivos primarios del matrimonio: la 
vida en común. Se presenta como el incumplimiento del deber que los 
cónyuges tienen en compartir el lecho, techo y mesa. Esta causal es de orden 
objetivo al demostrar un hecho real y directo: la falta de convivencia por un 
plazo determinado e ininterrumpido. Se presenta como una formula necesaria 
para incorporar la teoría del divorcio- remedio por la propia realidad social, 
familiar, económica y política que hoy vive nuestro país. Ponen fin a 
matrimonios ficticios. 
Una vez ocurrida, cualquiera de los cónyuges, sin necesidad de expresar 
motivo alguno, sino únicamente la probanza del paso del tiempo 
ininterrumpido solicitará la separación de hecho en demostración que el paso 
del tiempo es la más clara y contundente demostración de falta de voluntad 
para hacer vida en común. Cuando hay una separación de hecho, se puede 
decir que el matrimonio existe solo en términos jurídicos, pero dejó de existir 
en el plano de los hechos, es solo una reminiscencia”5. 
Comentario: La separación de hecho, implica la existencia formal del vínculo 
matrimonial, mas no una existencia real del vínculo matrimonial vez, pues no 
existe una cohabitación entre los cónyuges, ni mucho menos el ánimo de 
continuar juntos. Ahora bien, la vinculación que ostenta este fragmento 
doctrinario con el caso materia de análisis radica en que la demandante 
solicito la disolución del vínculo matrimonial invocando dicha causal. 
6. CURADOR PROCESAL: 
MONROY GALVEZ (2010) indica que: “El curador en el derecho romano solía 
definirse como la asignación de una persona con carga pública para proteger 
a las personas con mayoría de edad que no puedan realizar actos por sí 
mismos. Solía identificarse como curador ad litem. 
Para el derecho procesal, los curadores procesales o especiales son las 
personas que representan en juicio a una de las partes conforme lo 
establecido en la ley. 
                                                          
5 VAR“I RO“PIGLIO“I, E   i   ue.   T a tado de De e  h o de Fa  ilia. Mat i   o  io y u  io  es esta  les  . To  o II, 
con la colaboración de Marianna Chaves y Claudia Canales. Gaceta Jurídica, Fondo Editorial de la 
Universidad de Lima, Lima 2011, p. 353.  
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También se les define como aquellos sujetos que tienen las mismas 
facultades que los apoderados. 
Para ser designado como curador la persona debe ser letrado inscrito en el 
Colegio de Abogados respetivo. 
El nombramiento de los curadores corresponde al juez; en razón de que se 
habían agotado todas las posibilidades de vincular al demandado de manera 
personal al proceso mediante la notificación de la primera providencia, o 
cuando una de las partes es un incapaz que carece de representante anterior. 
Se solía asociar al curador como miembro de los auxiliares de justicia que 
gozan de todos los poderes procesales, con restricción a la actuación que 
requiere la parte y en la disposición del objeto litigioso. 
El nombramiento de un curador se hace de manera provisional, pudiéndose 
solicitar su cambio conforme los establezca la ley. 
En el Código Procesal Civil vigente, el curador procesal es el abogado 
nombrado por el juez a pedido del interesado, cuando no es posible emplazar 
válidamente al demandado por ser indeterminado, por desconocerse su 
domicilio; cuando no se establezca o se suspenda la relación procesal por 
incapacidad de la parte o de si representante legal; cuando exista falta, 
ausencia o impedimento del representante incapaz; o cuando no comparezca 
el sucesor procesal”6. 
Comentario: El derecho a la defensa es el derecho que tiene toda persona a 
defenderse ante un tribunal de justicia de los cargos que se imputan; siendo 
ello así, ante la imposibilidad de que el demandado pueda ejercer dicho 
derecho, el juez nombrara un curador procesal a efectos a efectos de que 
este pueda ejercer el derecho de defensa del demandado. Ahora bien, la 
vinculación que ostenta este fragmento doctrinario con el caso materia de 
análisis radica en que se desconocía el domicilio del demandado, por lo que 
no se le podía emplazar válidamente. Ante esta situación el juzgado decido 
nombrar a un curador procesal para que represente los intereses de la parte 
demanda. 
C. JURISPRUDENCIA: 
1. SISTEMAS DE DIVORCIO 
“Debe tenerse en cuenta que nuestro ordenamiento jurídico ha previsto un 
sistema de divorcio mixto y complejo, que contempla la disolución del 
matrimonio tanto por actos que violentan los deberes que impone el 
                                                          
6 MONROY GALVEZ, Jua  .   Di   i o  a  io P o  e sal Civil . Ga  eta Ju í di a,  Li  a      , p.75. 
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matrimonio, imputables a título de dolo o culpa a uno de los cónyuges 
(divorcio sanción), como por el dato objetivo de la separación fáctica de los 
cónyuges sin voluntad de reconciliación (divorcio remedio), siendo que en el 
Tercer Pleno Casatorio Civil, celebrado por las Salas Civiles Permanente y 
Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, a propósito de la 
Casación número 229-2008-Lambayeque, se ha indicado que las causales 
detalladas en los incisos 1 a 11 del artículo 333 del Código Civil son 
inculpatorias y las causales detalladas en los incisos 12 y 13 no lo son. En 
ese sentido, se tiene que la causal de imposibilidad de hacer vida en común, 
debidamente probada en proceso judicial (inciso 11 del artículo 333 del 
Código Civil) da lugar a un divorcio sanción, resultando aplicable la restricción 
del artículo 335 del Código Civil, que prescribe que ninguno de los cónyuges 
puede fundar su demanda en hecho propio ” 
CASACIÓN N° 4176-2015 – CAJAMARCA 
Lima, 19 de septiembre de 2016 




2. INDEMNIZACIÓN POR SEPARACIÓN DE HECHO 
“Esta Sala Suprema advierte que es requisito indispensable para 
determinar el monto indemnizatorio establecer cuál de los cónyuges es 
el perjudicado como consecuencia de la separación de hecho invocado 
como causal para el divorcio, y al no haberse aún disuelto el vínculo 
matrimonial no correspondía fijarse dicho monto ni tampoco el aumento 
de pensión alimenticia, resultando evidente que al expedir la recurrida no se 
han trasgredido las normas citadas y no se ha incurrido en nulidad por 
afectación al principio y derecho de motivación de resoluciones judiciales y 
afectación al debido proceso; Que, respecto al extremo denunciado en el 
sentido que a tenor del artículo 345-A del Código Civil, amerita una 
indemnización por el solo perjuicio de la separación de hecho, es menester 
señalar que el aludido cuerpo de leyes hace referencia a ello pero 
cuando dicha circunstancia es invocada en un proceso de divorcio 
como causal para que opere dicha figura jurídica en donde además se 
determina quién es el cónyuge perjudicado por dicha causal, y no 
únicamente por la sola existencia de una separación de hecho” 
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CASACIÓN N° 3585-2014 – LIMA 
Lima, 21 de septiembre de 2015 
Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República 
https://legis.pe/indemnizacion-por-separacion-de-hecho-solo-procede-cuando-
es-invocada-en-proceso-de-divorcio-de-divorcio-por-causal/ 
3. INDEMNIZACIÓN AL CÓNYUGE PERJUDICADO 
“No habiendo expuesto, solicitado, ni probado, el demandante hechos que 
determinen que el divorcio compromete gravemente su legítimo interés 
personal, no corresponde establecer una indemnización conforme a lo 
señalado en el artículo 345-A del Código Civil, al no encontrarse en una 
manifiesta situación económica desventajosa, ni perjudicial, ni acreditado 
alguna afectación a su integridad personal; más aún cuando ha expresado 
su denuncia a tal derecho, no le corresponde indemnizarlo como cónyuge 
perjudicado; sobre la demandada rebelde el III Pleno Casatorio en lo Civil, 
respecto a la protección del cónyuge perjudicado por el divorcio, establece 
que solo se concede a la parte solicitante, prohibiéndosele a los jueces 
determinar de oficio cuál es el cónyuge perjudicado para indemnizarlo, por 
lo que no procede fijarse indemnización a la cónyuge demandada, en el 
caso de ser la perjudicada por la separación; por lo que carece de objeto 
emitir pronunciamiento respecto de este extremo de la demanda”. 
CASACIÓN N° 1656-2016- MOQUEGUA 
Lima, 24 de noviembre de 2016 




4. MOTIVACIÓN INSUFICIENTE – POR NO APLICAR EL TERCER PLENO 
CASATORIO CIVIL 
“Constituye una motivación insuficiente puesto que la misma contiene 
solamente la conclusión a que su razonamiento les ha llevado, pero no están 
exteriorizadas y expuestas las premisas que han conducido a dicha 
conclusión, dado que corresponde a los Jueces Superiores analizar las 
siguientes circunstancias, conforme así lo determina el Tercer Pleno 
Casatorio Civil – Casación N° 4664-2010-PUNO: 
a. El grado de afectación emocional o psicológica de la recurrente. 
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b. La tenencia y custodia de hecho de sus hijos menores de edad y la 
dedicación al hogar. 
c. Si dicho cónyuge tuvo que demandar alimentos para ella y sus hijos 
menores de edad, ante el incumplimiento del cónyuge obligado. 
d. Si ha quedado en una manifiesta situación económica desventajosa y 
perjudicial con relación al otro cónyuge y a la situación que tenía durante el 
matrimonio; entre otras circunstancias relevantes como: 
i. Las razones por las que tuvo que abandonar el hogar conyugal. 
ii. Los procesos de violencia familiar incoados. 
iii. Si la demandante cuenta con los medios económicos para subsistir a fin de 
cesar o no la obligación alimentaria que el demandado está pasando por 
mandato judicial.” 
CASACIÓN N° 4166-2015 – CAJAMARCA 
Lima, 12 de mayo de 2016 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República 
https://legis.pe/casacion-4166-2015-cajamarca-juez-aplicar-tercer-pleno-
casatorio-civil-para-identificar-conyuge-perjudicado/ 
5. REQUISITO DE PENSIÓN ALIMENTICIA PARA DEMANDADAR SOBRE 
SEPARACIÓN DE HECHO 
“No es exigible el requisito establecido en el artículo 345-A primer párrafo del 
Código Procesal Civil, referente al estar al día en el pago de la pensión 
alimenticia para interponer la demanda de divorcio por la causal de 
separación de hecho, si al momento de interposición de la demanda no exista 
proceso de alimentos instaurado o documento que acredite de manera 
indubitable el incumplimiento de la obligación alimentaria; debiendo el juez 
interpretar dicha norma no en un sentido absoluto sino teniendo en cuenta 
cada caso en concreto”. 
CASACIÓN N° 2458-2016- SULLANA 
Lima, 19 de mayo de 2017 





En el expediente materia de análisis se tiene que la señora Doña Johanna Soraya 
Alarco Jeri de Petrosino interpuso demanda de divorcio por causal de separación de 
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hecho contra su esposo Don Andrea Petrosino Indaco, al haber transcurrido más de 
dos años desde que abandonó el hogar conyugal. 
La Corte Suprema de la Republica en reiterada jurisprudencia, ha señalado que 
esta causal es “(…) la interrupción de la vida en común de los cónyuges, que se 
produce por voluntad de uno de ellos o de ambos (…)”. Asimismo, este Supremo 
Tribunal en el Tercer Pleno Casatorio Civil: Cas. N° 4664-2010-Puno ha señalado 
que dicha causal presenta tres elemento o requisitos para su configuración, siendo: 
1) elemento material, el cual se configura por el hecho mismo de la separación 
corporal de los cónyuges (corpus separations), es decir por el cese de cohabitación 
física, de la vida en común; 2) Elemento psicológico, el mismo que se configura 
cuando no existe voluntad alguna, por uno o por ambos cónyuges, de reanudar la 
comunidad de vida (animus separationis); y, 3) Elemento Temporal, el cual se 
configura por la acreditación de un periodo mínimo de separación de los cónyuges 
(dos años y 4 años si tuvieran hijos menores de edad). 
Por otro lado, la Tercera Disposición complementaria y Transitoria de la Ley N° 
27495, señala que no puede considerarse como cese de la cohabitación aquella que 
se justifique en razones laborales. 
Ahora bien, respecto al caso materia análisis, se tiene que la demandante solicito 
el divorcio invocando la causal de separación de hecho, manifestando que a la fecha 
de presentada la demanda han trascurrido más de dos años desde que su esposo se 
retiró del hogar conyugal, sin tener comunicación alguna. Asimismo, es de 
importancia señalar que cuando el esposo abandona el hogar conyugal, la 
demandante se encontraba de viaje por razones laborales. En ese sentido, la 
discusión del presente caso se centraría en determinar, si es que la demandante ha 
cumplido con el requisito de temporalidad, toda vez que, como ya se había 
mencionado líneas, esta se encontraba de viaja al momento en que su esposo se 













 El divorcio, cuya finalidad consiste en finiquitar con el vínculo matrimonial , en la 
causal de separación de hecho tiene razón de ser al formalizar mediante el uso de 
las herramientas del sistema de justicia las separaciones fácticas de largo tiempo, 
siempre y cuando se configuren los elementos requeridos por la normativa de 
manera fehaciente. 
 El derecho de defensa, amparado en el inc. 14 del Art. 139 nuestra Constitución 
Política, consagra la no vulneración de este derecho bajo ninguna circunstancia, 
es por ello que se ha salvaguardado el mismo, mediante el nombramiento de un 
Curador Procesal al no encontrarse el domicilio exacto del demandado. 
X. RECOMENDACIONES: 
 Que, se garantice el debido proceso por los órganos jurisdiccionales, haciendo 
una valoración conjunta de las pruebas aportadas por las partes y la correcta 
motivación de los fallos, permitiendo que las partes entiendan el razonamiento 
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En el caso materia de análisis se tiene que Expreso Trasandino S.A. y otras empresas de 
transporte terrestre denunciaron, ante la Comisión de Eliminación de Barreras 
Burocráticas del Indecopi, al Ministerio de Transportes y Comunicaciones por la 
imposición de presuntas barreras burocráticas ilegales y carentes de razonabilidad 
materializadas en las exigencias de contar con terminales terrestres o estaciones de ruta 
debidamente habilitados y con un patrimonio neto mínimo de mil  UIT (contenidas en el 
Reglamento Nacional de Administración de Transportes) como requisitos para prestar el 
servicio de transporte público regular de personas en el ámbito nacional. 
En primera instancia, la Comisión declaró infundada la denuncia al concluir que dichas 
exigencias no constituían barreras burocráticas ilegales; mientras que, ante la apelación 
interpuesta por los denunciantes, la Sala de Defensa de la Competencia N° 1 revocó 
dicha resolución al determinar que la primera exigencia constituía una barrera burocrática 
carente de razonabilidad, mientras que la segunda era ilegal, disponiendo, por lo tanto, su 
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I. SÍNTESIS DE LA DENUNCIA 
El 24 de septiembre de 2009, siete empresas de transporte, encabezadas por la 
Empresa de Transporte Expreso Trasandino S.A., representada por Floriano Flores 
Huyhua; interponen denuncia contra el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, 
ante la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del Indecopi, por la presunta 
imposición de barreras burocráticas ilegales y carentes de razonabilidad contenidas en 
el Decreto Supremo N° 017-2009 que aprueba el nuevo Reglamento Nacional de 
Administración de Transporte (RNAT), el mismo que señalaba nuevos requisitos para 
acceder al mercado de sistema de transportes de personas, los cuales son:  
 Artículo 38º 1.5.1): Exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de 1000 
UIT como requisito para permanecer en el mercado del servicio de transporte 
público regular de personas de ámbito nacional.  
 Artículo 33º.4): Exigencia de contar con terminales y estaciones de ruta 
debidamente autorizados en cada uno de los extremos de ruta y escalas 
comerciales, como requisito para prestar el servicio de transporte de personas de 
ámbito nacional. 
Como argumentos de hecho, los denunciantes alegan que los contratos de 
concesiones para realizar sus actividades económicas, fueron otorgados bajo la 
reglamentación vigente durante los años 2001 y 2004, la cual fijaba determinadas 
“reglas de juego” sobre las que realizaron sus inversiones.  
Respecto a la exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de 1000 UIT:  
 El 22 de abril de 2009 se publicó el nuevo RNAT, norma reglamentaria que en su 
artículo 38º establece la obligación a la empresas de transporte que circulan en el 
ámbito nacional de tener un patrimonio neto mínimo de mil UIT, lo cual es contrario 
al artículo 2º de la Ley Nº 28996 (Ley de eliminación de trabas y sobrecostos a la 
inversión privada), debido a que limitaba la competitividad empresarial en el 
mercado, ya que conllevaría a la cancelación de sus concesiones.  
 Su actividad económica busca satisfacer las necesidades de transporte de los 
usuarios del interior del país. En este escenario, su condición de pequeñas 
empresas no justificaba realizar una inversión adicional para incrementar la flota 
de vehículos, pues la demanda era limitada e impedía lograr el tamaño de 
inversión reflejada en el monto del patrimonio neto que requería el RNAT.  
 La Vigésima Disposición Complementaria Transitoria del RNAT establece que las 
empresas podrán fusionarse excepcionalmente con la finalidad de alcanzar el 
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monto patrimonial requerido. Pero esto último, era contrario a lo establecido por el 
artículo 2º de la Constitución Política del Estado que defiende la libertad de 
asociación.  
Respecto a la exigencia de contar con terminales y estaciones de ruta 
debidamente autorizados:  
 El artículo 33º de la mencionada norma establecía la exigencia de contar con 
terminales y estaciones de ruta debidamente autorizados en cada uno de los 
extremos de ruta y escalas comerciales como requisito para prestar el servicio de 
transporte de personas de ámbito nacional, lo cual era imposible cumplir debido a 
que había rutas en las cuales operaban una vez al día o una vez a la semana, por 
lo que implementar un terminal y/o estación de ruta les significaría un costo muy 
elevado.  
 La referida obligación ya se encontraba en el anterior RNAT, aprobado por Decreto 
Supremo. Nº 009-2004-MT; sin embargo, no era aplicada por igual a todas las 
empresas de transporte. 
 Durante el año 2008, el Ministerio expidió diversas resoluciones mediante las 
cuales autorizó ampliaciones de ruta a varias empresas hacia lugares donde no 
existían terminales terrestres habilitados, sin aplicarse los criterios de calificación 
de manera uniforme. 
 La Tercera Disposición Complementaria y Final del RNAT establecía que a partir 
de su entrada en vigencia, sólo se podía acceder a la autorización para prestar el 
servicio de transporte de ámbito nacional y regional, si se acreditaba que se 
cumplía con los requisitos del mencionado Reglamento. Tal disposición era 
aplicable incluso a los transportistas que se encontraban autorizados a la fecha de 
entrada en vigencia de dicha norma, lo que podía ocasionar la salida del mercado 
de transportes de las pequeñas y medianas empresas dedicadas a este rubro 
económico y un posible aislamiento de los pueblos de la sierra.  
 
II. DESCRIPCIÓN DE LA INSTITUCIÓN RECEPTORA, EN FUNCIÓN A LA 
ESTRUCTURA DEL ESTADO 
A. Respecto al Indecopi 
La denuncia que inició el presente procedimiento administrativo, se interpuso ante 
la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual – 
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Indecopi, creada en noviembre de 1992, por el Decreto Ley N° 258681 (anterior, 
Ley de Organización y Funciones) Mediante esta norma, con la finalidad de 
establecer el control de legalidad y razonabilidad de las medidas administrativas 
contenidas tanto en disposiciones como en actos, se creó la Comisión de Acceso 
al Mercado de forma autónoma, a través del artículo 26 BIS que fue incorporado 
por el artículo 50º del Decreto Legislativo Nº 807. Este artículo señalaba lo 
siguiente: 
“Artículo 26 BIS: La Comisión de Acceso al Mercado es competente para 
conocer sobre los actos y disposiciones de las entidades de la 
Administración Pública, incluso del ámbito municipal o regional, que 
impongan barreras burocráticas que impidan u obstaculicen ilegal o 
irracionalmente el acceso o permanencia de los agentes económicos en el 
mercado, en especial de las pequeñas empresas, y de velar por el 
cumplimiento de las disposiciones sobre la materia establecidas en los 
Decretos Legislativos Nº. 283, 668, 757, el Artículo 61 del Decreto 
Legislativo Nº 776 y la Ley Nº 25035, en especial los principios generales 
de simplificación administrativa contenidos en su Artículo 2, así como las 
normas reglamentarias pertinentes. (…)” 
B. Sobre la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 
Con la entrada en vigencia del Decreto Legislativo N° 1033 (actual Ley de 
Organización y Funciones del Indecopi), la Comisión de Eliminación de Barreras 
Burocráticas es el órgano colegiado encargado de aplicar un control posterior y 
eliminar las barreras burocráticas que considere ilegal y/o carente de 
razonabilidad, que puedan afectar a los agentes del mercado en sus actividades y 
a los administrados, a los primeros mediante condiciones, restricciones u 
obstaculización del mercado, y a los segundos en sus trámites de procedimientos 
administrativos; dentro de la normativa y principios de la simplificación 
administrativa.  
El artículo 23 del Decreto Legislativo N° 1033-De la Comisión de Eliminación de 
Barreras Burocráticas, señala que:  
“Corresponde a la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 
aplicar las leyes que regulan el control posterior y eliminación de las 
                                                          
1 Dicha norma, exceptuando el mencionado artículo 26 bis), fue derogada con la entrada en 
vigencia del Decreto Legislativo N° 1033. 
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barreras burocráticas ilegales o carentes de razonabilidad que afectan a los 
ciudadanos y empresas, y velar por el cumplimiento de las normas y 
principios que garantizan la simplificación administrativa, así como de 
aquellas que complementen o sustituyan a las anteriores”. 
C. Sobre la Sala del Tribunal del Indecopi 
Adicionalmente, es preciso señalar que la Sala del Tribunal de Defensa de la 
Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual del INDECOPI 
resuelve en segunda instancia los procedimientos administrativos en materia de 
eliminación de barreras burocráticas. 
Respecto al Tribunal, el artículo 12.1 del Decreto Legislativo N° 1033, señala:  
“El Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual es un órgano con autonomía técnica y funcional 
constituido por Salas especializadas en los asuntos de competencia 
resolutiva del INDECOPI (…)”. 
Es preciso señalar que, en la actualidad es la Sala Especializada en Eliminación 
de Barreras Burocráticas la que se pronuncia en segunda y última instancia sobre 
las apelaciones formuladas contra las resoluciones de la Comisión. 
 
III. DESCARGO DEL DENUNCIADO - MTC 
El 15 de octubre de 2009, de acuerdo al Decreto Legislativo N° 1068 “Del Sistema de 
Defensa  Jurídico del Estado” y Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 017-
2008, el Procurador del Ministerio de Transportes y Comunicaciones se apersona al 
procedimiento administrativo y presenta los descargos, teniendo como posición que los 
artículos de la norma citada no constituyen barreras burocráticas ilegales y/o carentes 
de razonabilidad, puesto que su fin es velar por la vida, salud y seguridad de los 
pasajeros, así como evitar la informalidad de los agentes económicos en este mercado.  
 
IV. SÍNTESIS DE LA APELACIÓN 
A. Recurso administrativo de apelación 
El 17 de diciembre de 2009, los denunciantes interpusieron recurso de apelación 
contra la Resolución N° 0230-2009/CEB-INDECOPI. Los fundamentos de dicho 
recurso son los siguientes:  
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 Si bien el RNAT del año 2004 les exigía contar con terminales terrestres, su 
permanencia no estaba sujeta a cumplir con dicho requisito, por lo que el actual 
RNAT sí habría modificado las reglas de juego preexistentes.  
 Los ciudadanos del interior del país, especialmente de la zona andina, tenían 
como único medio de transporte a los servicios que proporcionan pequeñas y 
medianas empresas, como ellos, los cuales llegaban a dichos lugares una o dos 
veces por semana.  
 La imposición de las obligaciones denunciadas no solo afectaba la permanencia 
de dichas empresas en el mercado sino que ocasionaría el aislamiento de los 
pueblos, los cuales se verían obligados a viajar sobre la carga de los camiones 
que esporádicamente llegan a dichos lugares. 
 El ministerio denunciado no era competente para obligar a contar con un 
patrimonio neto mínimo de 1000 UIT.  
 Al imponerse dicha exigencia, se había vulnerado lo dispuesto en el artículo 5.2 
de la Ley Nº 27181, el mismo que garantizaba la estabilidad de las reglas de 
juego y un mismo trato a los agentes privados, pues ellos deciden donde invertir 
de acuerdo a la atracción de las condiciones que ofrece el mercado.  
 Era carente de razonabilidad que se exija a las empresas que operen en rutas 
que cuenten con poca demanda que aumenten su tamaño empresarial para 
cumplir con la exigencia del patrimonio neto mínimo, obligándolas a tener 
capital ocioso e improductivo.  
B. Concesorio del recurso de apelación 
El 21 de diciembre de 2009, la Secretaría Técnica de la Comisión de eliminación 
de Barreras Burocráticas, mediante Resolución N° 0266-2009/STCEB-INDECOPI, 
concedió el mencionado recurso de apelación. 
C. Ampliación del recurso de apelación:  
El 10 de febrero de 2010, los denunciantes amplían los fundamentos del Recurso 
de Apelación, de acuerdo a lo siguiente:  
 La exigencia del patrimonio neto mínimo ocasionaría que varias empresas no 
continúen en esta actividad económica, al tener alrededor de diez (10) unidades 
de vehículos y no llegar al monto establecido en el requisito, lo que generaría 
un problema social aislando a los pobladores de localidades de la sierra. 
Remarca la existencia del SOAT para cubrir los gastos en casos de accidentes 
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y vías alternas ya establecidas para cancelación de multas como las vías de 
ejecución y embargos de bienes.  
 La demanda de pasajeros es mínima e incrementar el patrimonio neto de las 
empresas, implica una inversión excesiva y un capital ocioso y poco productivo, 
y solo ocasionaría pérdidas.  Al establecerse como requisito de acceso y 
permanencia atenta contra la libertad de empresa. 
 Esta medida, afecta al mercado y a los usuarios de estos pueblos pequeños, 
considerando que sus recursos económicos son limitados. Asimismo, indican 
que constituyeron sus empresas e invirtieron de acuerdo a la función y 
demanda del sector al que sirven.   
 Dentro de las facultades del MTC no contempla establecer un monto de capital 
o patrimonio mínimo neto de las empresas de transporte, no está cumpliendo 
con el principio de legalidad. Las condiciones de patrimonios se efectúan a 
través de leyes y no por reglamentos, además ya existen leyes expresas del 
tema. 
   
V. ABSUELVE TRASLADO DE APELACIÓN - DENUNCIADO 
El 17 de febrero de 2010 el Ministerio de Transporte y Comunicaciones, contesta al 
recurso de apelación del denunciado en los siguientes puntos: 
 LEGALIDAD DE LAS UIT 
Alega la limitación del SOAT frente a la cobertura de gastos de accidentes de 
tránsito y/o muerte, resalta que la obligación de contar con un patrimonio 
mínimo neto se basa en la protección a la vida y salud. 
 FACULTAD NORMATIVA 
Señala que tiene competencias para la emisión de la norma. Plantea el principio 
de necesidad como la injerencia en los derechos fundamentales, para alcanzar 
sus objetivos mediante la idoneidad. Para que la injerencia sea legítima, el 
grado de afectación debe ser equivalente o proporcional.  
 RACIONALIDAD 
El art. 38° del RNAT, gradúa distintos tipos de transporte. El patrimonio neto 
mínimo establecido responde a la pertinencia, racionalidad y a la necesidad de 
brindar un servicio de transporte de personas en mejores condiciones de 




VI. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 
POR EL DENUNCIANTES / DENUNCIADO Y LA INSTITUCIÓN DEL ESTADO  
A. Concordancias: 
Entre los denunciantes y el denunciado 
 Ambos concuerdan en que el nuevo RNAT en el artículo 38º establece la 
obligación de contar con un patrimonio neto mínimo de mil UIT y  en el artículo 
33 establece como exigencia contar con terminales y estaciones autorizadas en 
sus extremos de ruta y escalar comerciales, ambas como requisitos para tener 
acceso y permanecer en el servicio de transporte nacional de personas.  
Entre los denunciantes y la Institución de Estado 
 La Comisión coincide con los denunciantes en el hecho que en el anterior 
RNAT, no se exigía como requisito de permanencia de este rubro un mínimo de 
Patrimonio Neto, siendo evidente la modificación de la normativa.  
Entre el denunciado y la Institución del Estado 
 El requisito formal de la justificación exigido en el artículo 5º de la Ley General 
de Transporte Terrestre, al señalar que la obligación de contar con un 
patrimonio mínimo neto tiene su fundamento en la vida y la salud de los 
usuarios del servicio de transporte, garantizada a través de la solvencia 
patrimonial de las empresas que brindan el servicio de transporte terrestre.  
 En el artículo 23º de la mencionada ley, el Ministerio se encuentra facultado a 
regular a través del RNAT, que los requisitos técnicos para la prestación del 
servicio de transporte sean idóneos, enfrascando a la infraestructura de los 
terminales terrestres de las empresas dedicadas a este servicio.  
 El Ministerio cuenta con facultades legales para establecer las disposiciones, 
sobre la implementación de infraestructura de transporte terrestre y demás que 
se disposiciones relacionas.  
 No se produjo una modificación en la norma, respecto a la obligación de ser 
titular de un terminal terrestre o tener un contrato para utilizarlo. 
B. Contradicciones 
Entre los denunciantes y el denunciado: 
 Los denunciantes señalan que es imposible cumplir con el nuevo requisito 
sobre el patrimonio por ser muy elevado, ir contra principios que garantizan su 
inversión económica y la poca frecuencia en las rutas de pueblos andinos, 
mientras que los denunciados consideran que la medida tiene con fines la 
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solidez económica de las empresas para afrontar gastos de accidentes e 
indemnizaciones de pasajeros.  
 El ministerio no tomó en cuenta las condiciones de las pequeñas y medianas 
empresas que brindaban sus servicios en el interior del país, en sitios donde no 
llegaban otras empresas de transporte, que no podían cumplir con dicha 
obligación. 
 No se justificaba efectuar una inversión adicional para incrementar la flota de 
vehículos, pues la demanda era limitada e impedía invertir en el monto del 
patrimonio neto que requiere el RNAT. 
 En relación a los terminales y estaciones de ruta, los denunciantes señalan 
que estos primero deben existir en los puntos de recojo de pasajeros en caso 
de celebrar contratos de uso, ya que ante la ausencia de estos, sería muy 
costoso llevar a cabo construcciones en cada lugar; mientras que el denunciado 
indica que es un tema de mejora en el servicio y su calidad para los pasajeros.   
 Si bien se incluía la posibilidad de acreditar el alquiler de los terminales 
terrestres y/o estaciones de ruta; sin embargo, en casi el 95% de los lugares de 
destino de las diferentes rutas no existía el tipo de infraestructura autorizada. 
Entre los denunciantes y la Institución de Estado  
 Según la Sala, a diferencia de lo señalado por los denunciantes, el anterior 
RNAT también contemplaba la obligación de que las empresas cuenten con 
terminales terrestres y/o estaciones de ruta, condicionando la prestación del 
servicio de transporte regular de personas y renovación de la misma.  
 Según la Sala, a diferencia de lo establecido por los denunciantes, dicha 
obligación establecida en el artículo 33.4 del RNAT no constituía un cambio en 
las reglas de juego para los denunciantes, por lo que la obligación de contar con 
terminales terrestres y/o estaciones de ruta, era una barrera burocrática legal. 
Entre el denunciado y la institución del Estado 
 El Ministerio señaló que la exigencia de contar con terminales habilitados tenía 
por finalidad la seguridad al momento del embarque y desembarque en lugares 
apropiados y autorizados, garantizando la integridad de los pasajeros y a su 
vez, la congestión vehicular.  
 Por su parte, la Sala consideró que el Ministerio no presentó información que 
acredite que dicha situación también se presentaba en todas las zonas rurales o 
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zonas del interior del país en los que los denunciantes prestaban sus servicios.  
Por ende, esta obligación no se encontraba debidamente justificada. 
 El Ministerio señaló que, al margen de los estudios sobre el impacto que la 
obligación podría generar en los agentes económicos, se debía tener en cuenta 
que se encuentra facultado para imponer dicha obligación 
 Mientras, la Sala consideró que dicha competencia no implicaba 
necesariamente que la obligación cuestionada sea razonable para todos los 
casos en los que se aplicaba. Adicional a ello, enfatizó que el artículo 4 de la 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, señala la obligación del Estado 
en dirigir su atención en áreas de mercados con baja demanda, para mejorar la 
competencia.  
 El Ministerio afirmó que la medida impuesta era proporcional debido a que el 
RNAT permitía que las empresas puedan arrendar los terminales terrestres y/o 
estaciones de ruta en cada extremo de ruta o escala comercial y no 
necesariamente ser propietarios de las mismas.  
 La Sala consideró que esto último no acreditaba la proporcionalidad de la 
medida debido a que existían zonas en el país en las cuales no era posible 
arrendar dicha infraestructura 
 Respecto a la obligación de contar con un patrimonio neto de 1000 UIT, el 
Ministerio señaló que cumplió con los requisitos previstos por el artículo 23 de la 
Ley General de Trasporte y Tránsito Terrestre, pues, dicha exigencia fue 
establecida a través de un reglamento aprobado por decreto supremo.  
 Sin embargo, según la Sala, el denunciado no cumplió con el otro requisito 
impuesto por dicha ley, es decir, sustentar la justificación exigida por el artículo 
5 de dicha norma. En consecuencia, no se respetó dicho límites 
constituyéndose una barrera burocrática ilegal. 
 
VII. ÓRGANOS RESOLUTIVOS 
A. Resolución de la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 
El 10 de diciembre de 2009, la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas, 
mediante Resolución N° 230-2009/CEB-INDECOPI, declaró: 
 Desestimar el cuestionamiento efectuado por el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones sobre las competencias de la Comisión para conocer de las 
medidas cuestionadas por las denunciantes en el presente procedimiento. 
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 Declarar infundada la denuncia al no constituirse barreras burocráticas 
ilegales ni carentes de razonabilidad las siguientes exigencias contenidas en 
el Reglamento Nacional de Administración aprobado por Decreto Supremo Nº 
017-2009-MTC: 
 Exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de mil (1000) UIT como 
requisito para permanecer en el servicio de transporte interprovincial 
regular de personas del ámbito nacional.  
 Exigencia de acreditar la titularidad de terminales y/o estaciones de ruta en 
cada uno de los extremos de ruta y escalas comerciales o la suscripción de 
contratos de uso de los mismos como requisito para prestar el servicio de 
transporte de personas de ámbito nacional. 
Los fundamentos de dicha resolución fueron los siguientes: 
 Respecto a las atribuciones del Ministerio  
El Ministerio era competente para imponer las exigencias denunciadas en 
virtud al artículo 23 de la Ley 27181 - Ley General de Transporte y Tránsito 
Terrestre. 
 Respecto a la exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de 
1000  UIT 
Si bien la obligación de contar con un patrimonio neto mínimo de mil UIT 
recién fue exigida en el RNAT, el Ministerio cumplió con el requisito formal de 
justificación contenido en el artículo 5 de la Ley N° 27181 al señalar que la 
obligación de contar con un patrimonio neto mínimo tenía fundamento el 
cuidado de la vida y la salud de los usuarios del servicio de transporte, a 
través de la solvencia patrimonial de las empresas de transporte terrestre.  
 Respecto a la exigencia de contar con terminales y estaciones de ruta 
debidamente autorizados 
El RNAT anterior también obligaba a contar con terminales terrestres y/o 
estaciones de ruta como requisito para prestar el servicio de transporte de 
personas de ámbito nacional. Por lo tanto, al no constituir una nueva 
obligación, no correspondía determinar si la misma se encontraba 
debidamente justificada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 
27181.  
 Respecto al análisis de razonabilidad  
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Los denunciantes no aportaron indicios acerca de la carencia de razonabilidad 
de las barreras burocráticas denunciadas, por lo que no correspondía analizar 
la razonabilidad de las mismas, conforme a lo dispuesto en el precedente de 
observancia obligatoria aprobado mediante Resolución N° 182-97-TDC. 
 Voto en discordia 
La presente resolución contó con un voto es discordia según el cual, constituía 
una barrera burocrática ilegal la exigencia de contar con un patrimonio mínimo 
de 1000 UIT como requisito para permanecer en el servicio de transporte de 
personas de ámbito nacional. Los fundamentos fueron los siguientes:  
 El marco constitucional y legal vigente garantizaba la libertad de empresa, 
derecho que permite a las personas ejercer en la actividad empresarial que 
estimen convenientes, creándolas y desarrollándolas dentro de los límites 
del marco jurídico nacional.  
Así, la determinación del elemento patrimonial o el monto de inversión 
dentro de una empresa se encuentra comprendido dentro de la esfera de 
libertades que garantiza este derecho, por lo que una restricción o 
limitación al respecto debe encontrarse prevista de forma expresa una ley y 
no a través de una norma de menor rango.   
 La obligación de contar con un patrimonio mínimo no se encontraba 
establecida en la Ley General de Transporte Terrestre, ni de ella se 
desprendía de manera clara que el Ministerio pueda establecer dicha 
limitación.  
B. Resolución de la Sala de Defensa de la Competencia N° 1 
El 26 de abril de 2011, mediante Resolución N° 0921-2011/SC1-INDECOPI, la 
Sala de Defensa de la Competencia N° 1 declaró: 
 La nulidad parcial de la resolución apelada en el extremo que omitió 
pronunciarse sobre los argumentos presentados en la denuncia dirigidos a 
cuestionar la presunta carencia de razonabilidad de la obligación contenida en 
el artículo 33.4 del Decreto Supremo 017-2009-MTC, RNAT; e, integrándola 
correspondía realizar el análisis de razonabilidad de dicha barrera. 
 Revocar la resolución apelada en los extremos en que declaró infundada la 
denuncia  y, en consecuencia declararla fundada, disponiendo que: 
 La exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo como requisito para 
prestar el servicio de transporte público regular de personas en el ámbito 
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nacional, establecido en el artículo 38.1.5.1 del Decreto Supremo N° 017-
2009- MTC, constituye una barrera burocrática ilegal. 
 La exigencia de contar con terminales terrestres o estaciones de ruta 
debidamente autorizados, en cada uno de los extremos de ruta y escalas 
comerciales, establecida en el artículo 33.4 del Decreto Supremo N° 017-
2009- MTC, constituía una barrera burocrática carente de razonabilidad. 
 Disponer la inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal y la 
barrera burocrática declarada carente de razonabilidad a los denunciantes, 
teniendo en cuenta lo resuelto en el presente pronunciamiento 
Los fundamentos de dicha Resolución fueron los siguientes: 
 Respecto a la nulidad de la resolución impugnada 
Dado que la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas omitió 
pronunciarse sobre los indicios presentados por los denunciantes para 
cuestionar de la presunta carencia de razonabilidad de la obligación de contar 
con terminales terrestres y/o estaciones de ruta habilitados en cada extremo 
de la ruta y en las escalas comérciales 
 Respecto a la exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de 
1000 UIT 
El Ministerio de Transportes y Comunicaciones no justificó de acuerdo a los 
términos establecidos en el artículo 5 de la Ley N° 27181- Ley General de 
Transporte y Tránsito Terrestre, sobre la exigencia del patrimonio mínimo 
neto, a pesar de ser requerida para presentar documentos que sustenten la 
medida; por esta razón este requisito para prestar el servicio e transporte 
regular de persona fue declarada como barrera burocrática ilegal.   
 Respecto a la exigencia de contar con terminales y estaciones de ruta 
debidamente autorizados 
El Ministerio de Transporte y Comunicaciones no demostró la existencia del  
problema de congestión vehicular o en las que no exista esta infraestructura 
habilitada que justifique la obligación de contar con terminales terrestres y/o 
estaciones de ruta habilitados en cada extremo de la ruta y en las escalas 
comerciales 
 Voto singular 
Esta resolución contó con un voto singular según el cual, el Ministerio no 
sustentó la razonabilidad y proporcionalidad de la modificación de la 
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obligación de contar con un capital mínimo de cincuenta UIT a contar con un 
patrimonio neto de mil UIT para prestar el servicio de transporte público 
regular de personas en el ámbito nacional. Por tanto, correspondía revocar la 
resolución apelada que declaró infundada la denuncia; y, en consecuencia, 
corresponde declarar que dicha obligación constituía una barrera burocrática 
carente de razonabilidad. 
 
VIII. PROBLEMAS 
De acuerdo a los hechos materia de la presente controversia, desarrollados en el 
Capítulo IV del presente Resumen, considero que los problemas jurídicos relevantes 
que se desprenden son los siguientes: 
A. Problemas principales: 
a) ¿Eran legales las exigencias materia de la denuncia? 
Los denunciantes señalaron que las exigencias de contar con terminales 
terrestres o estaciones de ruta debidamente habilitados y la de contar con un 
patrimonio neto mínimo de mil UIT como requisito para prestar el servicio de 
transporte público regular de personas en el ámbito nacional, establecidas por 
el RNAT, constituían barreras burocráticas ilegales, a pesar de que el MTC se 
encontraba facultado para imponer dicha obligaciones, al amparo de su facultad 
normativa establecida en Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, Como 
consecuencia de ello, correspondía realizar a los órganos resolutivos del 
Indecopi el análisis de legalidad determinando si el Ministerio al imponer dichas 
exigencias : (a) era competente, (b) había respetado el procedimiento y  las 
formalidades establecidos para su aprobación y exigencia; y, (c) había 
respetado el marco legal vigente. 
b) ¿Eran razonables las exigencias materia de la denuncia? 
Los denunciantes señalaron que las exigencias materia de denuncia carecían 
de razonabilidad debido a que prestaban sus servicios en diversos pueblos de 
la región andina con una frecuencia semanal, recogiendo uno o dos pasajeros, 
por lo que no se justificaba la obligación de implementar un terminal terrestre o 
una estación de ruta en dichas zonas; además de  no muchos de ellos eran 
pequeñas y medianas empresas que no podían cumplir con la obligación de 
contar con un patrimonio neto ascendente a 1000 UIT. Si bien el Ministerio 
alegó su razonabilidad basándose en el interés público que se tutelaba en la 
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seguridad de los pasajeros y evitar la congestión vehicular (en el caso de la 
obligación de contar con terminales y estaciones de ruta) y en la graduación del 
monto requerido como patrimonio neto en función a la modalidad del servicio 
que prestaban los denunciantes, lo cierto es que no presentó información que 
sustente la adecuación de dichas medidas respecto a la finalidad que se 
pretendía alcanzar.   
B. Problema secundario 
a) ¿Incurría en nulidad la resolución de la Comisión de Eliminación de 
Barreras Burocráticas? 
La Comisión concluyó que los denunciantes no aportaron indicios que permitan 
cuestionar la presunta carencia de razonabilidad de la obligación de contar con 
terminales terrestres y/o estaciones de ruta habilitados. Sin embargo, la Sala 
consideró que los argumentos presentados por los denunciantes constituían 
indicios que podrían avalar la carencia de razonabilidad de la barrera 
burocrática denunciada, puesto cuestionaban una presunta desproporción y 
carencia de fundamento de la medida adoptada en función a las características 
de las empresas y las rutas en las que operan los denunciantes.  
 
IX. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DELCASO 
A. Normas legales 
Recurrente 
Constitución Política del Perú 
“Artículo 2 - Toda persona tiene derecho: (…) 13. A asociarse y a constituir 
fundaciones y diversas formas de organización jurídica sin fines de lucro, sin 
autorización previa y con arreglo a ley. No pueden ser disueltas por resolución 
administrativa (…)”. 
Ley N° 28996 – Ley de eliminación de sobrecostos, trabas y restricciones a 
la inversión privada.  
“Artículo 2.- Definición de barreras burocráticas. Constituyen barreras 
burocráticas los actos y disposiciones de las entidades de la Administración 
Pública que establecen exigencias, requisitos, prohibiciones y/o cobros para la 
realización de actividades económicas, que afectan los principios y normas de 
simplificación administrativa contenidos en la Ley Nº 27444 y que limitan la 
competitividad empresarial en el mercado”  
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Reglamento Nacional de Administración de Transporte – RNAT 
“Artículo 33.4. Los transportistas autorizados para prestar servicio de 
transporte regular" deben acreditar ser titulares o tener suscritos contratos 
vigentes para usar y usufructuar terminales terrestres o estaciones de ruta 
habilitados en el origen y en el destino de cada una de sus rutas; así como 
estaciones de ruta en las escalas comerciales. Los transportistas autorizados 
están obligados a hacer uso de la infraestructura que hayan acreditado, para la 
prestación de sus servicios, salvo caso fortuito o fuerza mayor” 
“Artículo 38. Condiciones legales específicas que debe cumplir para acceder y 
permanecer en la prestación del servicio de transporte de personas en todos los 
ámbitos y para el transporte mixto. 
Para el servicio de transporte público regular de personas ámbito nacional:  
(…) 38.1.5.1. Mil (1,000) Unidades Impositivas Tributarias para el servicio de 
transporte de ámbito nacional (…)2. 
DENUNCIADO: 
Ley N° 28996 – Ley de eliminación de sobrecostos, trabas y restricciones a 
la inversión privada. “Artículo 2”. 
Reglamento Nacional de Administración de Transporte – RNAT. “Artículos 
33.4 y 38”. 
Ley General de Transporte Terrestre.  
“Artículo 3.- Del objetivo de la acción estatal.  
La acción estatal en materia de transporte y tránsito terrestre se orienta a la 
satisfacción de las necesidades de los usuarios y al resguardo de sus 
condiciones de seguridad y salud, así como a la protección del ambiente y la 
comunidad en su conjunto”. 
“Artículo 5.- De la promoción de la inversión privada  
5.1 El Estado promueve la inversión privada en infraestructura y servicios de 
transporte, en cualquiera de las formas empresariales y contractuales 
permitidas por la Constitución y las leyes.  
5.2 El Estado garantiza la estabilidad de las reglas y el trato equitativo a los 
agentes privados de manera que no se alteren injustificadamente las 
                                                          
2 De conformidad con el Expediente N° 4588-2013, recaído en el proceso de Acción Popular, 
publicado el 24 diciembre 2014, se declara ILEGAL la exigencia impartida a los agentes a efectos 
que cuenten un patrimonio mínimo de 1000 Unidades Impositivas Tributarias para brindar el 
servicio de transporte público regular de personas. 
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condiciones de mercado sobre la base de las cuales toman sus decisiones 
sobre inversión y operación en materia de transporte.  
5.3 Las condiciones de acceso al mercado se regulan por las normas y 
principios contenidos en la presente Ley y el ordenamiento vigente.”  
Comisión de Eliminación de Barreras burocráticas  
Ley N° 28996 – Ley de eliminación de sobrecostos, trabas y restricciones a 
la inversión privada. “Artículo 2”. 
Decreto Ley Nº 25868 – Ley de Organización y Funciones del Indecopi  
“Artículo 26 BIS.- La Comisión de Acceso al Mercado es competente para 
conocer sobre los actos y disposiciones de las entidades de la 
Administración Pública, incluso del ámbito municipal o regional, que 
impongan barreras burocráticas que impidan u obstaculicen ilegal o 
irracionalmente el acceso o permanencia de los agentes económicos en el 
mercado, en especial de las pequeñas empresas, y de velar por el 
cumplimiento de las disposiciones sobre la materia establecidas en los 
Decretos Legislativos Nºs. 283, 668, 757, el Artículo 61 del Decreto 
Legislativo Nº 776 y la Ley Nº 25035, en especial los principios generales 
de simplificación administrativa contenidos en su Artículo 2, así como las 
normas reglamentarias pertinentes. Ninguna otra entidad de la 
Administración Pública podrá arrogarse estas facultades. La Comisión, 
mediante resolución, podrá eliminar las barreras burocráticas a que se 
refiere este artículo (…)”. 
Reglamento Nacional de Administración de Transporte – RNAT. “Artículos 
33.4 y 38”. 
Ley Nº 27791 - Ley de Organización y Funciones del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones.  
“Artículo 4. Son funciones del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones: a) Diseñar, normar y ejecutar la política de promoción y 
desarrollo en materia de Transportes y Comunicaciones. b) Formular los planes 
nacionales sectoriales de desarrollo (…)”. 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre – Ley Nº 27181  
“Artículo 11.- De la competencia normativa 
11.1 La competencia normativa consiste en la potestad de dictar los 
reglamentos que rigen en los distintos niveles de la organización 
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administrativa nacional. Aquellos de carácter general que rigen en todo el 
territorio de la República y que son de observancia obligatoria por todas 
las entidades y personas de los sectores público y privado, incluyendo a 
las autoridades del Poder Ejecutivo, sus distintas entidades y los 
gobiernos regionales o locales, serán de competencia exclusiva del 
Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción (…)”. 
11.2 “Artículo 16.- De las competencias del Ministerio de Transportes, 
Comunicaciones, Vivienda y Construcción3  
El Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción es 
el órgano rector a nivel nacional en materia de transporte y tránsito 
terrestre, asumiendo las siguientes competencias: normativas, de gestión 
y fiscalizadora (…)”. 
“Artículo 23.- Del contenido de los reglamentos 
Los reglamentos nacionales necesarios para la implementación de la presente 
Ley serán aprobados por Decreto Supremo refrendado por el Ministro de 
Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción y rigen en todo el 
territorio nacional de la República. En particular, deberá dictar los siguientes 
reglamentos, cuya materia de regulación podrá, de ser necesario, ser 
desagregada (…)” 
Sala de Defensa de la Competencia Nº 1 
Ley N° 28996 – Ley de eliminación de sobrecostos, trabas y restricciones a 
la inversión privada. “Artículo 2”. 
Decreto Ley Nº 25868 – Ley de Organización y Funciones del Indecopi. 
“Artículo 26 BIS”. 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre – Ley Nº 2718. “Artículos 11, 
18 y 23”. 
Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General.  
“Artículo 202.- Nulidad de oficio  
202.1 En cualquiera de los casos enumerados en el artículo 10, puede 
declararse de oficio la nulidad de los actos administrativos, aun cuando 
hayan quedado firmes, siempre que agravien el interés público (…)”. 
B. DOCTRINA 
                                                          
3 Actualmente, Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 
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1. ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO 
Según SALAZAR CAMPOS (2009): “La economía social de mercado como 
concepto social es un ejemplo claro de un enfoque científico pragmático que 
aplica economía a las necesidades sociales. El instrumento es la política de 
ordenamiento que permite canalizar la libertad de mercado de forma que sea 
socialmente beneficiosa para todos los partícipes. Por tanto, los valores de 
libertad y justicia pueden ser potencialmente conciliables de manera 
específica”4 
Comentario: La constitución de 1993, abre grandes puertas a la inversión 
privada, tanto para grandes y pequeñas empresas; esta medida genera una 
mayor inversión de agentes privados dentro del mercado, bajo este perspectiva 
la competencia suele incrementarse, lo que motiva a este entorno a mejorar la 
calidad al momento de prestar sus servicios u ofrecer sus productos para ser 
elegidos, además establecerán un precio de acuerdo a las necesidades y 
condiciones económicas de los consumidores, siempre y cuando sea 
respetando lo establecido en el régimen normativo peruano.  
2. LIBERTAD DE EMPRESA 
Señalan KRESALJA ROSELLÓ y OCHOA CARDICH (2009) que: “La libertad 
de empresa como derecho fundamental goza de un doble carácter: es, en 
primer término, un derecho subjetivo, un derecho del individuo que le garantiza 
un status jurídico de libertad; de otro lado, un elemento esencial de un 
ordenamiento objetivo de una sociedad, en cuanto se configura como un marco 
de conciencia humana. (…) Es, pues, un derecho subjetivo garantía de la 
libertad individual frente al Estado; derecho institucional y objetivo en el que, en 
aras de las funciones sociales asignadas a la libertad, se imponen 
restricciones.”5. 
Comentario: Este principio reconocido por el art. 59° de nuestra Carta magna,  
nos permite elegir sobre la creación de una empresa, el tipo y estructura, el 
cese mis actividades, entre otras, sin embargo hemos visto en la controversia 
                                                          
4 SALAZAR CAMPOS, Ernesto. “Revisión de la Constitución Económica a partir del Tribunal 
Constitucional Peruano”. En: Revista Jurídica del Perú. Nº 97. Editorial Gaceta Jurídica, Lima, 
2009, p. 73. 
 
5 KRESALJA ROSELLÓ, Baldo y OCHOA CARDICH, Cesar. “Derecho Constitucional Económico”. 
Fondo Editorial Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima, 2009, p.449. 
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analizada que la entidad denunciada se ve restringida frente a una disposición 
de una entidad pública que no se encuentra debidamente motivada, afectando 
no solo las libertades de los empresarios y pequeños emprendedores, sino 
también creando una ambiente “poco atractivo” que podría recaer en la escasez 
, incluso en un monopolio del servicio o bien. Quiero resaltar que los 
componentes del principio de la libertad de empresa se encuentran 
desarrollados por el Tribunal Constitucional en la STC N° 3330-2004-AA/TC, los 
cuales son: “Libertad de creación de empresa y acceso al mercado, la libertad 
de organización, la libertad de competencia y la libertad para cesar las 
actividades”  
3. BARRERAS BUROCRÁTICAS 
De acuerdo con GUZMÁN NAPURÍ (2013): “Desde el punto de vista 
económico, la regulación económica puede resultar contraproducente en el 
mercado, generando aún más distorsiones que las que pretende conjurar. De 
hecho, gran parte de las distorsiones existente en un mercado determinado son 
generadas por el propio Estado, que genera limitaciones para la inversión, que 
se definen en general como barreras burocráticas. Para corregir la distorsión es 
necesaria la actuación del Estado, pero no para regular, sino para reducir la 
intensidad de la regulación o para eliminarla si la misma no es pertinente”6. 
Comentario:  
La falta de capacitación del personal encargado para la elaboración de normas 
que van a interactuar con el desarrollo de actividades económicas, trae como 
consecuencia la imposición de una barrera burocrática que puede ser ilegal o 
carente de razonabilidad; complicando más las acciones de acceso y 
desempeño en el mercado. Poe ello, no es suficiente con el análisis superficial 
de una situación fáctica, debe profundizarse el estudio del problema 
considerando los costos, beneficios, impactos económicos, impactos sociales y 
lo primordial que no afecten derechos y principios contenidos en nuestra Norma 
madre (La Constitución). 
En la actualidad INDECOPI aplicando la acción de prevención, si encontrase 
una posible barrera burocrática, tiene comunicación directa con las entidades 
de administración mediante Oficio para que evalúen y de ser posible eliminen 
                                                          
6 GUZMÁN NAPURÍ, Christian. “Manual del Procedimiento Administrativo General”. Lima, Instituto 
Pacífico, Lima, 2013, p. 430. 
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(de manera voluntaria) la disposición que materializa la barrera, con la finalidad 
de evitar un futuro procedimiento administrativo de la materia.  
4. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
MORÓN URBINA (2019) describe que “Así desde la versión doctrinaria, la 
estructura del procedimiento administrativo se muestra como una integración 
coordinada y racional de actos procedimentales es – fundamentalmente 
recepcticios- dirigidos a un fin unitario: decidir la voluntad de la Administración 
en resguardo de los intereses públicos, con la participación de los diversos 
sujetos partícipes del proceso””7. 
Comentario:  
El llamado procedimiento administrativo comprende la actuación e 
coordinaciones y trámites entre los administrados y las entidades del 
Administración pública. Estas entidades deben pronunciarse sobre lo vertido en 
su solicitud, denuncia o reclamo, en pocas palabras en lo peticionado. Todo 
ellos se encuentran regulado en el TÚO de la Ley N° 27444- “Ley del 
Procedimiento Administrativo general”. 
Siendo realistas, dentro de las entidades públicas encontramos personales 
buenos y malos, algunos con vocación de servicio para ayudar a los 
administrados en sus interrogantes o consultas y otros que no nacen con la 
vocación, desarrollando labores ineficientes que perjudican al desarrollo de la 
administración pública, acumulando carga o derivar sus labores a otras 
personas.  
5.  PRINCIPIO DE INTERÉS PÚBLICO 
GONZALES MANTILLA (1998) menciona que: “…Lo que convierte el público al 
interés es el ámbito que lo conforma. En principio en términos procedimentales, 
con lo “público” nos referimos a ciudadanos actuando sobre la base de 
intereses comunes, a través del intercambio de opiniones… (…)…El interés 
público puede ser atendido como un atributo de la comunidad política 
expresado en la existencia de un conjunto de acuerdo reconocido como básicos 
porque se refieren a la satisfacción de necesidades específicas de la misma 
comunidad. Son intereses que no se identifican exclusivamente de manera 
subjetiva, es decir, en atención a los sujetos sino en función de la comunidad 
                                                          
7 MORÓN URBINA, Juan Carlos. “Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo 
General”. Edición Décimo Cuarta. Editorial Gaceta Jurídica Lima, 2019, p. 190. 
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que los agrupa… (…) De este modo el interés público se instituye como el 
marco normativo que rige la actividad de las entidades públicas para desarrollar 
las instituciones sociales y jurídicas esenciales en el ámbito del presupuesto de 
la democracia y el Estado de Derecho. (…)”8. 
Comentario: El Interés Público puede identificarse o definirse en términos 
generales con algunos de los fines del estado; asimismo, este concepto justifica 
la actuación del estado en determinadas circunstancias; siendo ello así, el 
interés público configura un principio político (fines del estado) y un concepto 
jurídico (justificación de la actuación del estado). El primero implica que los 
objetivos del estado deben estar enmarcados a beneficiar a todos; y, el 
segundo implica, en qué circunstancias el Estado debe autorizar, prohibir, 
limitar, forzar o anular algo. 
DEFINICIÓN DE BARRERAS BUROCRÁTICAS EN LA LEGISLACIÓN 
ACTUAL  
TIRADO BARREDA (2017) afirma: “(…) el establecimiento por parte de las 
autoridades administrativas de requisito o condiciones para el ejercicio de las 
libertades económicas no resulta, por sí mismo, una ilegalidad, sino que solo 
aquellas regulaciones que no encuentren respaldo legal suficiente o que 
resulten carentes de fundamento deben ser consideradas como barreras 
burocráticas ilegales o irrazonables y se le aplicarán las consecuencias que la 
Ley establece para este tipo de situaciones”9.  
Comentario: En la actualidad, la norma que regulaba la definición de una 
barrera burocrática (Ley N° 28996) ya fue derogada en el año 2016, siendo que, 
en la actualidad, ésta ya cuenta con una sola norma que regula todo lo 
concerniente a la prevención y eliminación de barreras burocráticas, desde la 
definición hasta el procedimiento que se debe seguir en caso de denunciar 
alguna barrera ilegal o carente de razonabilidad. 
C. JURISPRUDENCIA 
LA LIBRE INICIATIVA PRIVADA 
                                                          
8 GONZALES MANTILLA, Gorki. “Poder judicial, Interés Público y Derechos Fundamentales en el 
Perú”. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima 1998, p. 48-49 
9 TIRADO BARREDA, Antonio. “Eliminación de Barreras Burocráticas Análisis del Decreto 
Legislativo N° 1256, que aprueba la Ley de Prevención y eliminación de Barreras Burocráticas”. 




“El Tribunal ha sostenido que el derecho a la libre iniciativa privada comprende, 
entre otras posiciones ius-fundamentales, la facultad de toda persona natural o 
jurídica, de emprender y desarrollar, con plena autonomía, cualquier actividad 
económica de su preferencia, a través de la disposición e intercambio de 
bienes, con la finalidad de obtener un beneficio o ganancia material.” 
Tribunal Constitucional. 
Expediente N° 0011-2013-PI/TC.  
Lima, 27 de agosto de 2014.  
http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/tribunal_sala_def_comp.s
eam 
6. FACULTADES DE LA COMISIÓN Y DE LA SALA 
“Tanto la Comisión como esta Sala, en segunda instancia, están en la 
obligación de evaluar aquellos casos en los que las disposiciones y medidas 
emanadas de las diferentes entidades que conforman la administración pública, 
incluidos los gobiernos locales, establezcan barreras burocráticas que impidan 
u obstaculicen el libre acceso y la permanencia de los agentes económicos en 
el mercado, para lo cual deberán analizar lo siguiente: La legalidad de la 
medida cuestionada, con la finalidad de determinar si esta ha respetado las 
formalidades y procedimientos establecidos por las normas aplicables al caso 
concreto y, asimismo, si se encuadra dentro de las atribuciones y competencias 
conferidas a la autoridad correspondiente; y, en caso de haber pasado 
satisfactoriamente este análisis, se procederá a determinar; La racionalidad de 
dicha medida, lo que incluye evaluar si está se justifica en una función de 
interés público a cargo de la autoridad administrativa, así como determinar 
aquellos casos en que estas medidas sean desproporcionadas en relación a 
sus fines o establezcan discriminaciones injustificadas entre agentes 
económicos que concurren en el mercado”.    
Sala de Defensa de la Competencia.  
Resolución N° 695-2008/TDC-INDECOPI.  
Expediente N° 000023-2007/CAM.  
Lima, 8 de abril de 2008.  
http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/tribunal_sala_def_comp.s
eam 
7. DEFINICIÓN DE BARRERA BUROCRÁTICA 
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“Cuando la legislación alude al concepto de “barrera burocrática”, se está 
refiriendo a todo acto o disposición de la Administración Pública que tiene por 
efecto impedir o restringir el acceso o la permanencia de los agentes 
económicos en un determinado mercado, modificando directamente las 
condiciones existentes para que dichos agentes puedan ejercer su actividad. 
Por lo general, y como lo establece la legislación vigente, dicha modificación 
está vinculada con la exigencia de requisitos, obligaciones y cobros, o al 
establecimiento de impedimentos o limitaciones, en la actuación de los mismos.  
En otros términos, las barreras burocráticas son aquellas que modifican la 
situación jurídica existente para la realización de una actividad económica 
regulada por la Administración Pública, generando un cambio en la regulación 
del mercado que afecta a cualquier agente económico que pretende ingresar o 
permanecer en él. Así, constituyen barreras burocráticas los actos o 
disposiciones de la Administración Pública que están destinados a regular o 
afectar las condiciones de producción, comercialización o distribución de bines, 
o la prestación de servicios, de un determinado mercado o actividad 
económica”.   
Sala de Defensa de la Competencia. 
Resolución N° 0998-2008/TDC-INDECOPI. 
Expediente N° 00063-2007/CAM.  
Lima, 27 de mayo de 2008. 
http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/tribunal_sala_def_comp.s
eam 
8. DEFINICIÓN DE BARRERAS BUROCRÁTICAS EN LA ACTUAL 
LEGISLACIÓN 
“(…) cabe indicar que, de conformidad con el inciso 3) del artículo 3 del Decreto 
Legislativo N° 1256, constituye una barrera burocrática toda exigencia, 
requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier entidad, 
dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o permanencia de los 
agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar a administrados en 
la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las normas y/o 
principios que garantizan la simplificación administrativa.” 
Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas. 
Resolución N° 0517-2017/CEB-INDECOPI.  
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Expediente N° 00210-2017/CEB.  
Lima, 19 de setiembre de 2017.  
http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/tribunal_sala_def_comp.s
eam 
9. EVALUACIÓN DE LEGALIDAD Y DE RAZONABILIDAD  
“De conformidad con lo señalado por Resolución 182-97-TDC del Tribunal del 
Indecopi establecida como precedente de observancia obligatoria, la Comisión 
(en primera instancia) y la Sala (en segunda instancia) evaluarán la legalidad 
del acto o disposición administrativa cuestionada como barrera burocrática, con 
la finalidad de determinar si esta ha respetado las formalidades y 
procedimientos establecidos por las normas aplicables al caso concreto 
(legalidad de forma) y si dicha medida ha sido impuesta como consecuencia del 
uso debido de las competencias conferidas a la autoridad correspondiente 
(legalidad de fondo). Cabe indicar que solo en el caso que la barrera burocrática 
cuestionada supere el análisis de legalidad y existan indicios presentados por el 
denunciante que acrediten que la misma es desproporcional, discriminatoria o 
arbitraria se deberá continuar con el análisis de razonabilidad”. 
Sala Especializada en Defensa de la Competencia. 
Resolución N° 0511-2013/SDC-INDECOPI.  
Expediente N° 0174-2012/CEB.  
Lima, 19 de marzo de 2013. 
http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/tribunal_sala_def_comp.s
eam 
10. COMPETENCIA DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE 
“(…) el artículo 16 de la Ley 27181 establece que el Ministerio es el órgano 
rector a nivel nacional en materia de transporte y tránsito terrestre y que tiene 
entre sus competencias el dictar los reglamentos nacionales que dispone la 
misma ley, así como aquellos que sean necesarios para el desarrollo del 
transporte y el ordenamiento del tránsito y mantener un sistema estándar de 
emisión de licencias de conducir.” 
Sala Especializada en Defensa de la Competencia.  
Resolución N° 0019-2015/SDC-INDECOPI.  
Expediente N° 0305-2013/CEB.  







En el presente capítulo corresponde brindar mi opinión respecto a los hechos 
contenidos en el expediente materia del presente Resumen, tenemos como principal 
cuestión en discusión determinar si constituyen barreras burocráticas ilegales y/o 
carentes de razonabilidad las exigencias establecidas por el Ministerio mediante el 
RNAT, sin embargo, para cumplir dicha finalidad es preciso abordar la definición de 
barrera burocrático respecto al marco normativo antes señalado:  
A. Definición de barrera burocrática 
En 1992, a través del Decreto Ley Nº 25868 - Ley de Organización y Funciones del 
Indecopi, se creó esta entidad. Una primera aproximación formal a la regulación de 
barreras burocráticas fue otorgada por el Decreto Ley Nº 26116, “Ley de 
reestructuración empresarial”, cuyas segunda y tercera disposiciones 
complementarias, modifican el artículo 18º del Decreto Ley Nº 25868 creando la 
“Comisión de simplificación de acceso y salida de mercado”, otorgándole como 
función de supervisión de barreras burocráticas que impidan u obstaculicen el 
acceso o salida de las empresas de la actividad económica.  
La Comisión de Acceso al Mercado (actualmente Comisión de Eliminación de 
Barreras Burocráticas) se crea por la incorporación del artículo 26bis al Decreto 
Ley Nº 25868, por parte del Decreto Legislativo Nº 807; en cuyo primer párrafo se 
detallan las funciones de la nueva Comisión de Acceso al Mercado y a su vez 
brinda una aproximación al concepto de barreras burocráticas. Se señala que 
dicha Comisión podía conocer actos y disposiciones de la Administración Pública 
que “impongan barreras burocráticas que impidan u obstaculicen ilegal o 
irracionalmente el acceso o permanencia de los agentes económicos en el 
mercado, en especial de las pequeñas empresas”. 
Esta norma brinda cuatro elementos para conceptualizar el término “barrera 
burocrática”. El primero está relacionado al medio mediante el cual se materializa 
una barrera burocrática, la norma dice que puede estar tanto en actos (actos 
administrativos) como en disposiciones (normas reglamentarias y ordenanzas 
municipales). El segundo tiene que ver con el agente que aplica o emite la barrera, 
ésta es toda la administración pública, entendida como toda persona, órgano o 
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institución que realice gestión pública. El tercer elemento se vincula la forma como 
se presentan las barreras burocráticas, tales como exigencias de requisitos, 
obligaciones y cobros10. Por último, el cuarto elemento se relaciona con los efectos 
que tiene una barrera burocrática, estos son el impedimento u obstaculización de 
acceso o de permanencia en el mercado11. Este último elemento permite analizar 
si se trata de una barrera burocrática ilegal o carente de razonabilidad que limite el 
acceso o permanencia en el mercado de los agentes económicos, este tipo de 
barrera burocrática, si puede ser inaplicada al caso concreto o sancionado, según 
el tipo que constituya. 
El análisis para evaluar la legalidad y/o razonabilidad de una barrera burocrática 
fue establecida por la Resolución Nº 182-97-TDC (precedente de observancia 
obligatoria), De esta forma, primero, se evaluará la legalidad de forma y fondo, si 
no pasa el filtro será considerada una medida ilegal, sin pronunciarse sobre la 
razonabilidad. En caso sea legal, se procederá con el análisis de razonabilidad, 
para determinar si se trata de una medida racional o no.  
B. Las exigencias materia de la denuncia constituían barreras burocráticas 
En el presente caso las denunciantes cuestionaron como barreras burocráticas las 
siguientes disposiciones del RNAT:  
Artículo 33.- Consideraciones generales (…)  
33.2 Constituye requisito indispensable para que un transportista obtenga 
autorización para prestar el servicio de transporte público de personas de 
ámbito nacional y la mantenga vigente, acreditar ser titular o tener suscrito 
contrato vigente que le permite el uso y usufructo de infraestructura 
complementaria de transporte, la misma que consiste en: terminales 
terrestres habilitados en el origen y en el destino de cada una de sus rutas, 
terminales terrestres o estaciones de ruta en las escalas comerciales y 
talleres de mantenimiento. (….)”  
Artículo 38.- Condiciones legales específicas que debe cumplir para acceder y 
permanecer en la prestación del servicio de transporte de personas en todos los 
ámbitos y para el transporte mixto  
                                                          
10 OCHOA MENDOZA, FRANCISCO. “Fundamentos del procedimiento de eliminación de barreras 
burocráticas”. Revista de la Competencia y Propiedad Intelectual. Año 10, Núm. 19. Lima. 2014, 
p.17 
11 MARAVI SUMAR, MILAGROS. 2013. “Análisis de las funciones del Indecopi a la luz de las 
decisiones de sus órganos resolutivos: Eliminación de Barreras Burocráticas”. Lima, 2013, p. 27. 
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38.1 Las condiciones legales específicas que se debe cumplir para acceder y 
permanecer en la prestación del servicio de transporte regular y especial de 
personas son: (…)  
38.1.5 Contar con el patrimonio neto mínimo requerido para acceder y 
permanecer en el servicio de transporte público de personas, el 
mismo que queda fijado en:  
38.1.5.1 Para el servicio de transporte público regular de personas 
ámbito nacional: Mil (1,000) Unidades Impositivas Tributarias 
para el servicio de transporte de ámbito nacional. (….)”.  
Se advierte que el cumplimiento de dichas disposiciones constituía un requisito 
indispensable para el acceso y la permanencia de los agentes económicos (en 
este caso, las empresas de transporte) que brindaban el servicio de transporte 
público de personas en el ámbito nacional, por tanto, tales exigencias calificaban 
como barreras burocráticas según la definición prevista en las normas legales 
señaladas en el capítulo anterior que otorgaban competencias a la Comisión de 
eliminación de Barreras Burocráticas.  
Dichas exigencias impactaban en las actividades económicas de las denunciantes, 
ya que, de no ser cumplidas, estas últimas no podrían seguir brindar el servicio de 
transporte terrestre o solicitar nuevas autorizaciones.  
C. Legalidad y/o razonabilidad de la exigencia de contar con un patrimonio neto 
mínimo de 1000 UIT 
La Comisión en la Resolución N° 0230-2009/CEB-INDECOPI, declaró infundada la 
denuncia al considerar que la obligación cuestionada no constituía una barrera 
burocrática ilegal al haber sido impuesta por una entidad competente para ello y, al 
no constituir un cambio en las reglas de juego. Por tal motivo, señaló que no 
correspondía analizar si dicha exigencia se encontraba debidamente justificada, 
conforme lo dispone el artículo 5 de la Ley 27181- Ley General de Transporte y 
Tránsito Terrestre 
Al respecto es preciso señalar que el Ministerio sí se encontraba facultado para 
imponer la obligación materia del presente análisis al amparo de su facultad 
normativa establecida en la Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, por lo 
que tenía atribuciones para imponer requisitos técnicos orientados a garantizar la 
idoneidad en la prestación del servicio de transporte de personas, estando 
relacionado con ello la infraestructura de la empresa. Se puede afirmar en este 
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sentido que la exigencia contra con un patrimonio neto de 1000 UIT había 
satisfecho la legalidad de fondo. Sin embargo, correspondía analizar la legalidad 
de forma, es decir, determinar si se siguió a cabalidad con el procedimiento y 
formalidades establecidos al caso.  
Es analizando la legalidad de forma que se observa que el Ministerio no justificó su 
incorporación en el RNAT, de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 5 
de la Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre. En este sentido, se advierte 
que dicha norma exige que no se alteren injustificadamente las condiciones de 
mercado, al ser la base de toma de decisión para invertir y operar en el sector de 
transporte. Asimismo, el artículo 23 señala que los reglamentos necesarios para la 
implementación de dicha norma deben ser aprobados por Decreto Supremo.  
De lo señalado se desprende que para toda exigencia que establezca el Ministerio, 
debe cumplirse dos requisitos: a) La exigencia derive de un Reglamento aprobado 
por Decreto Supremo. B) Si se alteran las condiciones del mercado, debe existir 
una justificación sustentatoria del cambio.  
En consecuencia, si el Ministerio realiza un cambio de reglas para las empresas de 
transporte tiene que existir un sustento que lo respalde, caso contrario, tal 
variación sería contraria a la Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre. En 
este sentido, al constituirse una excepción a la estabilidad de las reglas ya 
establecidas, se requiere una justificación previa y debidamente sustentada de la 
mencionada norma. Si bien, en el presente caso el Ministerio afirmó que la 
exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de mil UIT buscaba la 
formalización del sector transportes, así como proteger la seguridad y vida de los 
usuarios a través del pago de indemnizaciones, sin embargo, no aportó 
documentación alguna que acredite que evaluó la pertinencia de implementar la 
exigencia materia de análisis.  
Como consecuencia de lo señalado considero que la exigencia de contar con un 
patrimonio neto mínimo de 1000 UIT constituía una barrera burocrática ilegal, 
debido a que el denunciado no ha justificado la incorporación en el Reglamento 
nacional de administración de transportes, de acuerdo a los términos establecidos 
en el artículo 5 de la Ley N° 27181- Ley General de Tránsito Terrestre.  




Como se ha mencionado, el Ministerio cuenta con competencia para imponer esta 
exigencia, al amparo de su facultad normativa. Así también, de la revisión del 
RNAT del año 2004, se apreciaba que, para obtener una concesión para prestar el 
servicio de transporte regular de personas, los transportistas debían presentar 
información respecto a los terminales terrestres en el origen, destino y en las 
escalas comerciales, a través de documentos.  
En cuanto al RNAT del año 2004, éste obligaba a contar con terminales terrestres 
y/o estaciones de ruta como requisito para prestar el servicio de transporte regular 
de personas y solicitar la renovación de la misma, dicha obligación se presentaba 
también en el RNAT que originó la denuncia, por lo que al no haber modificación 
en la reglas aplicables a las empresas de transporte, originaba que la barrera 
burocrática sea legal., quedando pendiente analizar la razonabilidad de medida, 
para ello era indispensable que los denunciantes hayan presentado indicios sobre 
la existencia de una medida arbitraria, desproporcional o discriminatoria.  
Al respecto considero que, este requisito fue cumplido por los denunciantes, sin 
embargo, la fundamentación de la misma se analizará en el acápite siguiente.  
En consecuencia, habiéndose superado el examen de legalidad y habiendo 
indicios para analizar la razonabilidad, se debía continuar con el análisis 
respectivo. 
Revisando la razonabilidad, de acuerdo a la metodología establecida en la 
Resolución N° 182-97-TDC, se advierte que el Ministerio no había presentado 
información que probara que la situación de congestión vehicular e inseguridad 
para los pasajeros también se presentaba en todas las zonas rurales o zonas del 
interior del país en los que los denunciantes prestan sus servicios. Tampoco que 
se haya realizado una evaluación si esta exigencia podía impactar negativamente 
en las denunciantes respecto a su tamaño y el tipo de ruta en la que operan, 
afectando el servicio de transporte terrestre en determinadas zonas del país o 
limitando la competitividad en los mismos. Finalmente, la entidad de denunciada 
no probó que haya evaluado otras opciones para cumplir la finalidad que 
justificaba la imposición de la exigencia de contar con terminales y estaciones de 
ruta debidamente autorizados, por lo que se estaría frente a una barrera 
burocrática carente de razonabilidad  
E. La validez del acto administrativo impugnado. 
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De acuerdo al artículo 3 de la Ley del Procedimiento Administrativo General todo 
acto administrativo se presume válido desde el momento que es emitido. Sin 
embargo, dicha presunción se puede dejar de lado cuando se ha incurrido en 
cualquiera de las causales de nulidad contenidas en el artículo 10 de la 
mencionada norma. Una de ellas es el defecto u omisión de los requisitos de 
validez cuyo cumplimiento se presume una vez que es emitido el acto 
administrativo. En este sentido, el objeto es un requisito de validez o elemento 
esencial del acto administrativo, según el cual, en todo acto administrativo, la 
autoridad administrativa tiene que pronunciarse respecto a todas las cuestiones 
planteadas por los administrados, en este caso, respecto a los indicios que 
presentaron los denunciantes con la finalidad de acreditar que las exigencias que 
motivaron su denuncia eran discriminatorias, arbitrarias o desproporcionadas.   
De la revisión de la Resolución de la Comisión, se observa que dicho colegiado no 
realizó este análisis, limitándose a señalar que los denunciantes cuestionaron la 
supuesta aplicación discriminatoria del RNAT del 2004 entre las empresas de 
transportes, dicho argumento no podía ser considerado un indicio de razonabilidad 
debido a que la Comisión no era competente para supervisar si el Ministerio aplicó 
correctamente una disposición administrativa. Pero no evaluó lo señalado por los 
denunciantes en el sentido de que la exigencia de contar con terminales y 
estaciones de ruta debidamente autorizados: 
 La existencia de rutas con una frecuencia a la semana hacia diferentes 
pueblos de la región andina, que justificaba la implementación de 
terminales y/o estaciones de ruta, por lo que sería oneroso lo que exigía el 
RNAT. 
 La alternativa de alquilar un terminal autorizado por la autoridad 
competente; no era razonable, pues en muchos lugares de destino de las 
diferentes rutas, no existían estos terminales autorizados.  
Al no haberse pronunciado la Comisión respecto a los mencionados indicios no 
habría cumplido con su obligación de pronunciarse sobre todas las cuestiones 








A. Las barreras burocráticas no son negativas, ya que cuando son legales y 
razonables permiten compatibilizar los derechos a la libre iniciativa privada y la 
libertad de empresa con el interés público. En consecuencia, solo deberían 
inaplicarse las barreras burocráticas que califiquen como ilegales y/o carentes de 
razonabilidad, ya que perjudican a los administrados, desincentivando la inversión 
y formalización de los agentes económicos  
B. Para analizar la legalidad y/o carencia de razonabilidad se tenía que seguir la 
metodología de análisis establecido por la Resolución N° 182-97-TDC (Precedente 
de Observancia Obligatoria)  
C. La exigencia de contar con un patrimonio neto mínimo de 1000 UIT para acceder y 
permanecer en este rubro de transporte constituía una barrera burocrática ilegal, 
ya que el Ministerio no justificó su incorporación en el Reglamento Nacional de 
Administración de Transportes, de acuerdo a lo señalado en el artículo 5 de la Ley 
General de Transporte y Tránsito Terrestre. El mismo que pudo causar la salida 
del mercado de las empresas que no alcancen este requisito; los pequeños 
empresarios se verían imposibilitados de ingresar al rubro de transporte rural e 
interprovincial de personas, lo que podría ocasionar el apogeo de más transporte 
informal y poner en peligro a las personas de pueblos alejados.  
D. La Comisión no se pronunció sobre los indicios presentados por los denunciantes 
para cuestionar la carencia de razonabilidad de la obligación del ítem de los 
terminales terrestres, por lo que según los criterios de la Sala, incurrió en nulidad 
parcial, tal como indica la resolución final.   
E. Al evaluarse el segundo requisito, ante la Sala de Competencia se estableció era 
una barrera burocrática carente de razonabilidad el Ministerio no demostró la 
presencia de un problema de congestión vehicular o la inexistencia infraestructura 
habilitada en las zonas donde los denunciantes brindaban sus servicios.  Por el 
contrario, la presencia de paraderos que solo funcionen dos veces al día o una vez 
a la semana era contraproducente respecto del costo de mantenimiento de los 
mismos, generando una posible situación de mayor informalidad e inseguridad 
para los pasajeros.   
F. El transporte terrestre de personas es un servicio público que requiere una 
regulación del estado en salvaguarda del interés público y en especial de los 
usuarios que acceden a dicho servicio. Sin embargo, ello no impide que Indecopi 
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controle el cumplimiento de los requisitos establecidos para la emisión de dicha 
regulación, de esta manera controla la existencia de barreras burocráticas buenas 
y busca eliminar aquellas que son innecesarios y perjudica tanto al público usuario 




































A. Los órganos resolutivos del Indecopi, al momento de analizar la legalidad y 
razonabilidad de los cuestionamientos realizados por los denunciantes, deben 
pronunciarse sobre aspectos vinculados y sobre todos los puntos materia de 
discusión; además de la posible afectación los derechos fundamentales, el impacto 
social y económico. Parámetros que, en su totalidad, no fueran tomados en cuenta 
por el órgano resolutivo de primera instancia.   
B. Las resoluciones de los órganos resolutivos de Indecopi, en aquella época, tenían 
efectos “inter partes”, es decir que se solo se aplicaban para las partes del 
procedimiento administrativo. Hecho superado en la actualidad, desde la entrada 
en vigencia del Decreto Legislativo N° 1256 empieza a regir el efecto “erga 
omnes”, es decir los efectos son de aplicación para todos los agentes económicos 
o usuarios que se vean afectados, sea de forma positiva o negativa; lo que resulta 
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